Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 6 minutos.) 


-La Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión tiene el gusto de recibir a los 
representantes del Directorio del INAU, a fin de analizar el proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes y que ahora está a estudio del Senado, referido a modificaciones al Código de la Niñez 
y la Adolescencia en lo que hace al régimen de adopciones. 


Le cedemos la palabra al Presidente del INAU para que realice su exposición y también a 
quienes él indique, y luego daremos la palabra a los Senadores para que formulen las preguntan que 
deseen. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Como siempre, es un gusto estar en esta Casa. 


No vamos a hacer una exposición muy larga, para no ocupar innecesariamente el tiempo de 
los señores Senadores; y, por ello, nos vamos a remitir a lo que dejamos sentado en la versión 
taquigráfica de la Comisión de la Cámara de Diputados, porque nos parece que tendría poco sentido 
reiterarlo aquí. lremos señalando algunos aspectos y, si el Presidente lo autoriza, daremos la palabra a 
nuestros asesores: el doctor Marzarini y la psicóloga Scarone, Director del Área Jurídica de Niños, 
Niñas y Adolescentes y Directora del Departamento de Adopciones, respectivamente. 


Hay algo que si bien no está planteado en este proyecto de ley, queremos dejar sentada 
nuestra preocupación a efectos de un eventual análisis. Como lo manifestamos en la Comisión de la 
Cámara de Diputados, nos parece importante hacerlo saber también en este ámbito. Nos referimos a la 
situación que plantea el artículo 36 del Código de la Niñez y la Adolescencia. Si lo autoriza el 
Presidente, le daría la palabra al doctor Marzarini. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 
SEÑOR MARZARIN!I.- Buenas tardes. 


Nos queda un poco la idea de que el proyecto de ley establece sustituciones y modificaciones 
a determinados artículos de la Ley N* 18.590; pero, en su totalidad, subsiste el artículo 36 del actual 
Código de la Niñez y la Adolescencia, que habilita a cualquier particular interesado a solicitar la 
tenencia de un niño con fines de adopción. 


Pues bien, este proyecto que, según lo establecido, pretende evitar toda situación de guarda 
puesta en el tema de la adopción, deja vigente un artículo a través del cual se podría tramitar una 
circunstancia de ese tipo con validez jurídica. Textualmente, el numeral 2) del artículo 36, que forma 
parte del artículo 2” de la Ley N* 18.590, dice: “Si la tenencia tuviera como finalidad última la inserción 
adoptiva del niño, niña o adolescente, los interesados deberán haber dado previo cumplimiento a lo 
dispuesto en el artículo 132 de este Código”. Una interpretación lo más lógica posible implicaría que 
cualquier persona que tuviera la tenencia de un niño podría estar legitimada para pedir la tenencia con 
ulterior finalidad de la legitimación adoptiva, de la adopción o de la adopción plena, según se llame el 
instituto. Menciono esto porque del espíritu del proyecto surgiría que no existiría la posibilidad de 
tramitar una situación de adopción plena por fuera del marco de la institución a la cual pertenecemos. 
Por eso, como este proyecto deja por fuera el artículo 36, podría existir un conflicto de interpretación de 
las normas. Entonces, eventualmente, si el Legislador pretende de alguna manera buscar la solución 
de que solamente a través del INAU se canalicen las legitimaciones adoptivas, tendría que estar 
observando ese artículo 36. De lo contrario, podría quedar una franja con validez jurídica, porque la 
norma estaría habilitando una situación de guarda con fines de adopción por fuera del marco 
institucional y del Departamento de Adopciones del Instituto. Actualmente está sucediendo eso, es 
decir, los ciudadanos utilizan el artículo 36 para, de alguna manera, lograr una adopción plena y eficaz, 
evadiendo los controles y el procedimiento establecido en la Constitución. 


Quería dejar claro este punto, ya que el proyecto en ningún momento refiere a ese artículo 36 
que, si bien está relacionado con la tenencia, en su numeral 2) habla de tenencia con fines de 
adopción plena. 


SEÑOR SALSAMEND!I.- Este planteo que realiza el doctor Marzarini no ha sido una interpretación 
mayoritaria en la jurisprudencia, pero se trata de un tema que nos interesaba particularmente dejar 
planteado. 


Estamos de acuerdo con los tres objetivos que se plantea en la reforma. Nosotros 
empezamos a trabajar sobre este tema con el Poder Judicial en julio de 2010, en la línea de ir 
buscando algunas soluciones de carácter administrativo, eventualmente por la vía de una acordada. Se 
avanzó en ese trabajo, pero luego se llegó a un punto en el que entendimos -en algunas situaciones 
teníamos dudas y en otras lo veíamos de forma clara- que era difícil seguir adelante sino se procedía a 
algunas modificaciones legales. Este trabajo estaba bastante avanzado  -inclusive, fue una de las 
bases fundamentales de la tarea posterior- pero no me voy a referir a él porque esto está registrado 
con claridad en los informes que se hicieron en la Cámara de Diputados; por tanto, nos remitimos al 
racconto que allí se hizo. 


El informe del Diputado Julio Bango plantea que esta reforma tiende a alcanzar tres objetivos 
fundamentales: el interés superior del niño y su bienestar, el aceleramiento de los tiempos procesales y 
que la integración a una nueva familia se haga en el marco de una adopción plena, bajo normas de 
seguridad jurídica. Asimismo, plantea que se eliminen las eventuales ambigúedades de interpretación 
que al respecto puedan surgir. Estamos de acuerdo con los tres objetivos planteados. Sin embargo, 
tenemos algunas dudas de carácter material -ya fueron plantadas en la Cámara de Diputados- 
respecto al efectivo cumplimiento de los plazos, por la sencilla razón de la cantidad de gente con la que 
contamos y de las posibilidades reales que existen de concretarlo. En aquel momento lo planteamos no 
solo desde el punto de vista de lo que significa una institución como el INAU, sino también de lo que a 
nuestro juicio podría implicar el funcionamiento del Poder Judicial. En virtud de que, posteriormente, el 
Poder Judicial estuvo en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración 
de la Cámara de Diputados, no aludiremos a los comentarios que se hicieron en esa oportunidad ya 
que son sus representantes quienes deberán realizar las observaciones pertinentes -si las tuvieren- en 
esta Comisión. 


Consideramos que debe quedar claro, a los efectos de la interpretación de este proyecto de 
ley, lo que nosotros entendemos es el funcionamiento que esta normativa pretende darle al sistema. A 
los efectos de poder ilustrar la discusión con la mayor claridad posible, apelaremos a algunos aspectos 
prácticos. 


Las puertas de entrada del INAU, ya sea a través de la División Estudio y Derivación en 
Montevideo como de los Centros de Estudios y Derivación y, eventualmente, de los Centros de 
Protección de Derechos en el interior del país, reciben permanentemente situaciones de niños, niñas y 
adolescentes privados parcial o totalmente de sus cuidados familiares. En este momento, tenemos 

5.000 niños, niñas y adolescentes en todo el país que, de algún modo, se encuentran 
institucionalizados ya sea a través de la internación en hogares o del acogimiento familiar en sus 
diversas modalidades. 


Obviamente, no todos estos casos se encuentran en una situación pasible de adopción. 
Consideramos fundamental dejar esto en claro ya que una lectura lineal del proyecto de ley podría dar 
a entender que todas las situaciones que ingresan al INAU deberían, de algún modo, iniciar el 
eventual camino que esta iniciativa prevé, por ejemplo, con respecto a los plazos. En veinticuatro 
horas se deben tomar las medidas materiales -son las que siempre se llevan adelante- y elevar un 
informe por parte del Magistrado que corresponda, quien, a su vez, deberá disponer las eventuales 
medidas cautelares pertinentes. Suponemos que esas medidas cautelares no van a ser destinadas en 
todos los casos a un eventual proceso de adopción; si así fuera, la adopción se convertiría en la regla 
absoluta para todos los casos que ingresan al Instituto, lo cual no necesariamente va a suceder. 


Si la Comisión lo autoriza, luego de este breve racconto, vamos a solicitar a los Directores 
Ferrando y Rodríguez que expliquen brevemente el proceso de transformación de los sistemas de los 


denominados hogares de tiempo completo y del sistema de acogimiento, que estamos realizando en 
conjunto con Unicef y el PNUD y que da cuenta de este tema. 


En el artículo 132.1 se establece un orden determinado que el Juez deberá seguir para 
disponer de las medidas cautelares en las veinticuatro horas posteriores a recibir la comunicación de 
parte del INAU. Desde ya adelantamos que vamos a proponer un inciso final al artículo 132.3 y, si su 
incorporación no fuera posible, quisiéramos que al menos quede aclarado -y constancia de ello- en la 
discusión parlamentaria a los efectos de la interpretación posterior de la ley. 


A su vez, hay una modificación al texto que estábamos trabajando ya que la inserción 
provisional en una familia de acogida pasó al segundo lugar y en una familia seleccionada del Registro 
Único de Aspirantes por el INAU, al tercero. O sea que se invirtieron los literales B) y C) del artículo 
132.1 en relación con nuestro planteo original. Este siempre ha sido un elemento claramente discutible 
y nos parece que a los fines del proceso de adopción, esa inserción provisional en una familia de 
acogida -en realidad se habla de “integrar” en el segundo inciso y luego se habla de “inserción”, pero 
obviamente no hace a la esencia del asunto, porque es una cuestión meramente gramatical- no podrá 
superar los plazos de cuarenta y cinco a noventa días que se establecen con posterioridad. Sin 
embargo, en nuestra humilde opinión, también queda claro que si no se resolviera la continuidad de un 
proceso de adopción, la permanencia del niño, niña o adolescente en esa familia de acogimiento no 
tiene plazo. A nuestro entender, este plazo se refiere a los procesos de adopción; si se resolviera que 
no existen condiciones para la adoptabilidad, no se ha establecido un plazo determinado. 


Esto lo vamos a aclarar cuando tratemos el artículo 132.2, que dice lo siguiente: “(Duración 
del proceso, responsabilidades funcionales).- “La duración total del proceso del artículo 132 de este 
Código en ningún caso excederá de los plazos máximos previstos para la institucionalización por 
franjas etarias (cuarenta y cinco días para menores de dos años y noventa días para quienes superen 
dicha edad). Francamente, tenemos la duda de si con esto se deroga el inciso cuarto del artículo 134 
del Código de la Niñez y la Adolescencia, porque allí se establecían plazos de cuarenta y cinco y 
noventa días -este es un error muy común que hemos visto en reiteradas ocasiones- pero no para la 
adopción, sino que se decía que la internación -esta es la palabra exacta- o la permanencia en 
hogares institucionales no podía superar los plazos mencionados. En esta redacción se cambia la 
palabra “internación” por “institucionalización”, y ese no es un detalle menor. En nuestra opinión, la 
internación claramente está referida -y así lo establece el artículo 134 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia- a la permanencia de veinticuatro horas en el sistema de hogares. La formulación que 
tenía el cuarto inciso del artículo 134 del Código de la Niñez y la Adolescencia no abarcaría los casos 
de hogares de acogimiento. Lo hemos explicado de todas las formas posibles y, afortunadamente, en 
todos los casos la Justicia, en su interpretación, nos dio la razón. Por ende, si bien en el artículo 132.2 
se utiliza la palabra “institucionalización”, en nuestra opinión se refiere específicamente a este proceso 
de adopción y no deroga a texto expreso ni tácitamente el cuarto inciso del artículo 134 del Código de 
la Niñez y la Adolescencia. 


Luego se señala que hay un plazo máximo de quince días para la entrega del informe, 
incluyendo la posibilidad de que se haga ín voce en el caso de que no llegue en ese lapso. 
Obviamente, esto implica una presión mayor que la actualmente existente sobre los equipos técnicos 
de la institución y también un fuerte desafío en materia de gestión, fundamentalmente porque, si no 
entendimos mal, dentro de un plazo de quince días habrá que informar sobre todos los niños, niñas y 
adolescentes que hayan sido derivados al Instituto por privación temporaria o definitiva -eso es parte 
de lo que hay que investigar- de sus cuidados familiares. 


Nosotros estuvimos analizando profundamente este tema -como los señores Senadores 
imaginarán esto genera una preocupación especial- y entendemos que en algunos casos esos 
informes tendrán que ser muy desarrollados y, en otros, simplemente deberán señalar -luego habrá 
una profundización posterior-que no se está ante un caso eventualmente pasible de generar un 
proceso de separación ni de posterior adopción. 


Si el señor Presidente lo autoriza, solicitaría que el Director Ferrando realizara una breve 
explicación acerca del sistema que se está implantando a los efectos de atender este tipo de casos y 
cómo esto nos está permitiendo ponernos a tiro no solo con esta nueva legislación, sino con la 


necesidad imperiosa -y en esto estamos todos de acuerdo- de mejorar la gestión, los tiempos, así 
como la calidad de la atención y, obviamente, de la información que eventualmente se vuelca al Poder 
Judicial y a otras instituciones. 


SEÑOR FERRANDO.- Como lo expresaba el doctor Salsamendi, venimos trabajando en un proceso de 
consultoría en la creación de lo que llamamos “centros de acogimiento”, como un cambio en el 
esquema actual de los hogares, especialmente para la atención de niñas y niños menores de 7 años. 
La idea es tener centros donde se vaya trabajando en los procesos de diagnóstico, a la vez que se 
vaya articulando allí el relacionamiento con la familia de origen de los niños y las familias cuidadoras. 
Este proceso se está iniciando en Montevideo, articulando algunos de los centros ya existentes y con la 
apertura de un centro específico para la fase de diagnóstico y trabajo inicial, que se va a dar en las 
próximas semanas. 


Quisiera ejemplificar lo que planteaba el doctor Salsamendi en algunas de las situaciones que 
se nos presentan frecuentemente. Por ejemplo, muchas veces ocurre que la madre de un grupo de 
hermanos tiene un problema de salud, de adicciones, o se da una situación de maltrato y esto requiere 
una intervención por parte de los equipos del INAU trabajando con los juzgados, con los equipos de los 
CAIF o de los distintos centros en convenio con nuestra institución. En varios de estos casos se puede 
presumir que no va a haber una desvinculación de la familia de origen. Eventualmente, incluso, estos 
niños pueden estar un tiempo institucionalizados, relacionados con un tío o con una abuela. Este tipo 
de situaciones son las más frecuentes en el INAU en todo el país. Por lo tanto, aquellas situaciones 
que toman efectivamente el camino hacia la adopción representan un porcentaje relativamente 
minoritario de los múltiples casos que llegan. Además, se dan varios casos de niños que viven en 
hogares pero, a su vez, tienen un vínculo con su madre o con otros familiares cercanos, que están en 
una situación en la que no pueden hacerse plenamente cargo de ellos, pero mantienen la relación; 
eventualmente van los fines de semana o realizan algún tipo de actividades. 


En ese sentido va nuestra preocupación: a cómo debemos entender estos plazos propuestos 
por la ley. No nos queda claro si para todas estas situaciones, aun aquellas en las que es altamente 
presumible que no vayamos por el camino de la adopción, deberíamos tener los informes técnicos en 
los quince días. La duda es si habría que incluir aquí absolutamente todas las situaciones que son 
derivadas por el juzgado o que llegan por diversas vías, o se trata solamente de las situaciones más 
críticas, en las que ha habido un abandono o hay realmente negligencia, falta de atención y de 
cuidado, etcétera, por lo que se presume que pueden darse las condiciones de adopción. Si bien en 
algunos casos esto está más claro que en otros, los quince días pueden resultar insuficientes para 
conformar un diagnóstico de mayor profundidad. De ahí parte nuestra preocupación, más allá de que, 
como dije al principio, estamos tomando acciones para generar una dinámica de trabajo diferente en 
los centros, en el sentido de dar una rápida respuesta a los menores de 7 años. 


Esto es fundamentalmente lo que quiero plantear complementando lo expuesto. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Me voy a referir a una cuestión de carácter más general que, en realidad, ya 
se había planteado en la Cámara de Representantes; no obstante, insisto, quiero hacer una mínima 
referencia. 


Claramente, lo que se pretende con este proyecto de ley es concentrar en el artículo 132 la 
mayor cantidad de etapas relacionadas con los diversos procesos que culminan en la adopción, algo 
en lo que estamos de acuerdo. El proceso instaurado en el artículo 132 tenía una naturaleza 
exclusivamente cautelar, lo que no siempre se entendía claramente. En este caso se han agregado 
algunos elementos que requerirán del desarrollo en los plazos que se han planteado y para lo que será 
necesario el trabajo posterior de la jurisprudencia y de la doctrina a efectos de ir ajustando la 
interpretación de algunos de estos artículos. 


Respecto al artículo 132.3 -sobre los puntos anteriores tendríamos comentarios para hacer 
de cada uno, pero al menos no tenemos objeciones- entendemos que se podría agregar un inciso, o 
que se aclare en el debate o en la interpretación del proyecto de ley. Sobre este punto, si el señor 
Presidente de la Comisión lo autoriza, el doctor Marzarini primero explicaría el problema y luego nos 
haría la propuesta de texto. 


SEÑOR MARZARINI.- Desde Jurídica tenemos la sensación de que el actual artículo 132 -que tiene 
muchas cosas buenas, como la mejora del trámite que se le da a la solicitud de condición de 
adoptabilidad- está pensado para cuando el actor del proceso sea un particular. Pero, como nosotros 
muchas veces también somos actores en el proceso del artículo 132, parecería conveniente agregar un 
pequeño inciso en el 132.3 donde se faculte expresamente a la institución, como responsable de los 
chiquilines, a solicitar la condición de adoptabilidad, pero que el procedimiento para el INAU tenga las 
mismas condiciones exigidas para los particulares, es decir, los mismos plazos previstos en el 132.2 y 
el mismo procedimiento previsto en el 132.1. Nosotros muchas veces somos los actores en los 
procesos de condición de adoptabilidad de todos los niños que están institucionalizados por 
disposición judicial y que pueden tener hasta 2, 4 o 6 años. 


En una palabra, resultaría útil que hubiera una disposición que estableciera el mismo proceso 
pero, sobre todo, los mismos plazos previstos a los que ya me referí para el caso de los particulares, o 
familiares, quienes comunican la posible desvinculación del niño de su familia biológica. Hoy día se 
hace expresamente porque existe diversidad de procedimientos, según la sede judicial que nos ocupe; 
en algunas se aplican tratamientos de medidas cautelares pero en otras se realiza un 
miniprocedimiento de separación definitiva, lo que implica que la obtención de la condición de 
adoptabilidad insuma muchos meses, inclusive años. Consideramos que la ley debe brindar, por sobre 
todas las cosas, una herramienta para poder trabajar en torno a la situación de los niños. Creemos que 
sería útil contar con una disposición como la que mencioné para no tener que estar utilizando 
analogías y referirnos expresamente, por ejemplo, al artículo 132.3, inciso quinto. La idea es estar 
legitimados por ley en las mismas condiciones que los particulares para poder pedir la condición de 
adoptabilidad. Esta aspiración se fundamenta en que en todo el país hay muchos niños que ya fueron 
puestos a disposición del Instituto, por lo que estarían en condiciones de obtener la adoptabilidad, tanto 
desde el punto de vista social como psicológico y cultural, y a partir de ahora es nuestra 
responsabilidad iniciar el juicio de condición de adoptabilidad para poder lograr la adopción. 


Quiero aclarar que hemos tenido muchos inconvenientes y dificultades que creo que con esta 
norma se podrían sortear. 


SEÑOR SALSAMEND!.- El artículo 132.5 es parte del cerno de la discusión que se ha dado sobre este 
tema desde el momento de la consagración del Código de la Niñez y la Adolescencia en adelante. 


SEÑOR SOLAR!I.- Querría que se me hiciera una aclaración. 


El artículo 132 y todos los derivados que lo componen está dirigido específicamente a las 
medidas cautelares en la situación en que el niño, la niña o el adolescente no tienen un medio familiar 
adecuado, ya sea en forma transitoria o definitiva, elemento que hay que dilucidar. Pero, desde mi 
punto de vista, los actores principales de este artículo -en base a todas las veces que he leído este 
articulado- son, por un lado, el INAU y, por otro, el juzgado interviniente. Repito que esos son los dos 
actores principales. Por lo tanto, no entiendo bien la explicación que dio el doctor Marzarini - 
seguramente, por desconocimiento- que hizo referencia a que en el artículo 132.3 sería conveniente 
agregar un inciso que le diera potestad al INAU, que le diera un rol, como si se tratara de un particular, 
ya que hasta ahora no he visto la intervención de particulares, con excepción de los naturalmente 
involucrados, que son los familiares del niño, la niña o la adolescente. Me gustaría que el doctor 
brindara una explicación más específica e, inclusive, que viéramos el texto, solamente a los efectos de 
poder entenderlo; de ninguna manera estoy abriendo juicio. 


SEÑOR MARZARINI.- Quizás no fui claro en la explicación que di. 


El artículo 132 establece la situación de abandono primario de un niño y el deber de 
comunicación que tienen todos los que toman conocimiento de ese abandono primario de un niño que 
nunca ha ingresado a nuestra institución. Por lo tanto, el artículo 132 está previsto para esa situación, 
originaria y primaria, en la que un niño es encontrado en situación de abandono y hay que tomar una 
decisión con respecto a qué hacer con él. 


Lo que he planteado tiene que ver con el momento en que pasó esa situación primaria de 
riesgo y el niño fue derivado al Instituto por disposición del Juez. Es decir, cumpliendo con el artículo 
132, a las veinticuatro horas el Juez, por ejemplo, puede tomar la determinación de pasar ese niño al 
Programa de Acogimiento Familiar o a una internación, porque consideró que podían existir 
posibilidades de que la familia biológica pudiera tener algún contacto y se pudiera revertir la situación, 
logrando el pasaje a ella. Pero puede suceder que eso no ocurra y nuevamente el niño vuelve a quedar 
sin una vinculación familiar, más allá de lo que dispuso el Juez inicialmente a través del artículo 132. 
Esto es muy común. La situación de las familias varían y el Juez, por ejemplo, a las veinticuatro horas 
decide pasar al niño a un Programa de Acogimiento Familiar porque ve que la madre se está 
preocupando por él, lo visita, etcétera, durante cuatro o cinco meses o tres años. Pero muchas veces, 
ese vínculo familiar se rompe en algún momento. Por tanto, lo que se trataba de explicitar en la ley es 
que en esos casos, cuando hablamos de un segundo abandono del niño, pero ya dentro del Instituto, 
pudiéramos tener una herramienta legal para adoptar el mismo procedimiento y los mismos plazos que 
el Juez proveyó por el artículo 132 en forma inicial. 


SEÑOR SOLARI.- ¿Cómo sería la redacción? 


SEÑOR MARZARIN!.- La redacción podría decir que si el Juez hubiere dispuesto la institucionalización 
propiamente dicha o la permanencia en el Programa de Acogimiento Familiar, el INAU podrá solicitar al 
Juez competente la condición de adoptabilidad toda vez que los fundamentos de aquella -la 
institucionalización- hubieran variado y colocado al niño nuevamente en una situación de 
desvinculación familiar. Este procedimiento -creo que esto es lo más importante- también se 
diligenciará por lo previsto en el artículo 132.1, como medida cautelar, en lo que fuere pertinente y en 
los plazos previstos en el artículo 132.2, o sea los cuarenta y cinco y los noventa días. Eso nos da la 
garantía de que si se revierte la situación de un niño de 4 ó 5 años porque la madre, la abuela o los 
parientes lo dejan de ver, tenga un proceso igual al de aquel niño que estaba en una situación de 
abandono inicial. La comunicación de ese abandono es lo que desencadena la aplicación del artículo 
132. Esto facilitaría la condición de ser adoptado en un plazo breve porque ese niño tiene más tiempo 
de institucionalización. Nos enfrentamos a estas situaciones todos los días y muchas veces las 
medidas nos cuestan varios meses. 


SEÑOR SOLARI.- Agradezco nuevamente la aclaración, pero me surge una duda adicional y tiene que 
ver claramente con esa potestad de aquí en más, es decir, en situaciones que se planteen de aquí en 
adelante, en las que el Juez no disponga la reinserción total del niño en la familia de origen, pero que 
tampoco esté en condiciones de adoptabilidad. Esto lo entiendo; de cualquier manera sería 
conveniente que en esos casos se tuviera un marco temporal porque el tiempo que el niño transcurre 
en esa situación va en contra de las mejores condiciones de su desarrollo. 


Pero hay otra posibilidad que tiene que ver con aquellas situaciones que ya existen con estos 
5.000 chicos que están dentro del sistema transitorio, total o parcialmente privados de cuidados 
familiares y que, por lo tanto, están a cargo del INAU. Por consiguiente, dentro de esos 5.000 niños 
puede existir una equis cantidad que ya estén en esa situación. Entonces, tal vez sería bueno pensar 
en un poder de iniciativa del INAU, que contemple no solamente las futuras situaciones que se 
presenten sino también las existentes. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Efectivamente, esta es una situación que surge de la práctica y en nuestra 
opinión se pueden dar tanto en situaciones que devengan en el futuro como en las existentes. 


El artículo 132.5 es el cerno de la discusión que se ha dado en este tema, por lo que 
queremos señalar brevemente lo siguiente. 


En primer lugar, sabemos que no necesariamente llegaremos a un acuerdo, pero igualmente 
vamos a insistir porque creemos que la práctica ha demostrado claramente que el hecho de que un 
organismo como el INAU seleccione a las familias a través de sus servicios técnicos, no genera al 


Poder Judicial, ni a los magistrados y magistradas que traten los casos, la dilación del proceso. Esto es 
algo notorio y evidente que surge claramente de la práctica. 


En segundo término, entendemos que esto significó un avance en su momento y se hace 
necesario mantenerlo. Además, en la legislación comparada existen numerosos ejemplos al respecto. 


Finalmente, desde el punto de vista político y técnico, el Directorio quiere reiterar su absoluta 
disposición a trabajar con otras organizaciones sobre este tema, obviamente, conservando la potestad 
que nuestro Instituto posee. Sin embargo, queremos dejar especialmente establecido que no hemos 
recibido ningún planteo por parte de organizaciones que deseen trabajar y señalen que cumplen con 
los requisitos técnicos y jurídicos que establece la ley. 


Por otra parte, queremos decir que el Directorio del INAU, junto con la Secretaría de la 
Presidencia de la República, promovió un ámbito de intercambio y análisis acerca del horario de 
protección al menor y en ese marco planteó expresamente que entendía que no debía tener más -al 
menos en solitario- la potestad y el deber de establecer qué cosas estaban o no dentro del marco 
normativo. Hemos propuesto una modificación institucional al respecto porque entendemos que, en ese 
caso, claramente nuestras capacidades no son las suficientes y necesarias como para llevar adelante 
ese planteo; además, entendemos que lo adecuado es que el Uruguay tenga una institucionalidad 
distinta en esa materia. 


Es claro que no nos aferramos a nuestras potestades; no se trata de decir “esto me lo 
concedió una ley y no me lo toca nadie”. Simplemente estamos absolutamente convencidos de que lo 
que estamos planteando es lo mejor que le puede ocurrir a nuestra legislación, a nuestro país y a los 
gurises y gurisas comprendidos en este asunto. Reitero que sobre esto hemos hablado mucho. 


Muy brevemente, queremos señalar algo más respecto a un tema en el que, en todo caso, 
podríamos profundizar por la vía de las preguntas, si las hubiere. 


Tal como hemos dicho varias veces, hemos disminuido los tiempos en que se resuelven los 
procesos de adopción, lo que ha continuado dándose a lo largo de este año. Creemos que la iniciativa 
a consideración va a permitir que esos procesos se aligeren mucho más. A su vez, año a año hemos 
ido aumentando sistemáticamente el número de integraciones posteriores a la adopción. 


Por todo esto, entendemos -es nuestra humilde opinión- que los planteos que atacan esta 
solución desde la perspectiva de la efectividad, eficacia y eficiencia, no tienen un sustento fáctico para 
ser considerados. 


SEÑOR SOLARI.- No entendí bien la argumentación expuesta por el señor Presidente del INAU, 
doctor Salsamendi. Dado lo expresado en la primera parte de su exposición, parecería que el Directorio 
del INAU tuviera alguna reserva respecto a la redacción del artículo 132.5 que fue aprobada en la 
Cámara de Representantes. Repito que no llegué a entender en qué consiste exactamente esa 
reserva. En esta redacción, se mantiene al INAU como único seleccionador legal de una familia 
elegida como adoptante; se establece que el Juez puede apartarse de esa recomendación, pero al final 
del inciso segundo, se dice: “En ese caso el Juez solicitará al INAU, a través de su equipo técnico, una 
nueva selección en idénticos términos y condiciones a las establecidas para el primer caso.” A su vez, 
el inciso tercero comienza diciendo: “El Directorio del INAU tendrá legitimación activa para apelar la 
sentencia que no contemple la sugerencia de su equipo técnico.” 


En definitiva, vuelvo a decir que no entiendo cuál es la reserva. 


SEÑOR SALSAMENDI.- No he planteado ninguna reserva. A veces me entrevero un poco hablando, 
pero realmente no tengo reservas al respecto. Es más, aclaré que en este caso defendemos el planteo 
porque entendemos que es lo mejor, de la misma manera que en otras situaciones no defendemos el 
mantenimiento de algunas potestades por entender que no es lo más conveniente. Reitero, pues, que 
no he planteado ninguna reserva a ese respecto; quizás lo que pueda entenderse como tal es que, en 
nuestra opinión, esto no le quita -ni le quitó en todo este período que ha venido transcurriendo desde la 


aprobación de la norma en el año 2009- al Poder Judicial la conducción del proceso. Esto no es una 
reserva, sino una afirmación concreta que hacemos. Creemos que este artículo mantiene, en esencia, 
la situación existente, por lo que -repito- no le quita al Poder Judicial la conducción efectiva de este 
proceso. 


En el artículo 133 vuelve a plantearse lo que, en nuestra opinión, constituye un problema de 
terminología. Se establece: “procurando evitar la institucionalización”. Creemos que términos tales 
como “institucionalización” e “internación” no están debidamente definidos. Es verdad que tampoco 
jurídicamente han sido definidos con total claridad. Entonces, por lo menos deberíamos ir aclarándolos 
en la discusión, dado que si uno se atuviera al tenor literal, se señala: “A tales efectos, dispondrá, en 
orden preferencial, la inserción en una familia para su adopción seleccionada por los equipos 
competentes del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay”; y más adelante se habla de “la 
inserción en hogares de acogida”. Si esto se ubica en segundo lugar, se está entendiendo que la 
inserción en hogares de acogida no implica institucionalización, lo que presenta cierta contradicción 
con lo planteado en disposiciones anteriores. 


Finalmente, se hace referencia a la “tenencia por terceros” y se menciona el artículo 36. En 
este caso, nos remitimos a la prevención que ya realizara el doctor Marzarini, dejando constancia -para 
que quede claro- de cuándo estamos hablando de una tenencia con fines de posterior adopción y 
cuándo nos referimos, lisa y llanamente, a los casos de tenencia. 


Con relación al artículo 133.1 queremos aclarar lo que se establece en el tercer inciso, donde 
se señala: “El Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay podrá patrocinar a los demandantes de este 
proceso”. Se trata de un aspecto puramente facultativo, que tiene que ver con un problema que a 
veces se plantea. Creo que los Senadores lo comprenderán fácilmente; no voy a ser técnico en esto y 
quiero plantearlo para que se entienda. Esto refiere a quienes no tienen suficiente dinero como para 
pagarse un abogado particular y quienes hoy, por lo menos -en los términos en los que está definido a 
partir de diversas normas legales y, eventualmente, a nivel administrativo- no califican para la 
Defensoría de Oficio. Son esas situaciones que quedan en el medio las que, eventualmente y con un 
criterio muy restrictivo, se podrán patrocinar. 


Con relación a los artículos siguientes -incluyendo el 135.1- no tenemos mayores 
discrepancias. Un problema complejo ha sido bien resuelto; francamente, consideramos correcta la 
solución que se adoptó. 


Con relación al artículo 138 queremos remarcar el gran avance que, en nuestra opinión, 
implica la preservación de los vínculos personales y afectivos con la familia de origen. Este ha sido un 
tema de permanente discusión. 


En el artículo 139, y fundamentalmente en el artículo 139.1, debe quedar muy claro que este 
es un aspecto de interpretación absolutamente estricta y solo para estos casos. Al regularse aquí una 
excepción al régimen de adopción plena, claramente no admite ningún tipo de interpretación o eventual 
extensión de esta situación por la vía de la analogía. Sabemos que esto está claro, pero igualmente 
queríamos dejar constancia de ello. 


El artículo 140, referido a las condiciones para la adopción plena, establece: “Pueden ser 
adoptados, en forma plena, aquellos niños o adolescentes que por disposición judicial fueron 
entregados en tenencia para su adopción, siempre que se cumplan los siguientes requisitos: 


Se haya dispuesto la separación definitiva respecto de su familia de origen. 


Haya transcurrido al menos un año de tenencia en la familia adoptante, en condiciones favorables a su 
desarrollo integral. Este plazo se computará desde la fecha del dictado de la resolución judicial según 
lo disponen los artículos 132.1 a 132.3”, y continúa la redacción. 


Sobre este último literal, si los señores Senadores están de acuerdo, cedería la palabra al 
doctor Marzarini o a la psicóloga Scarone -según ellos lo dispongan- para que realicen un comentario, 


que deviene de la práctica en la materia. 


SEÑORA SCARONE.- La resolución judicial es otorgada por el Juez en un determinado tiempo. Cito 
un ejemplo para que quede más claro. Muchas veces ocurre que ese niño, en condiciones de 
adoptabilidad desde el punto de vista judicial, puede tener dificultades en su salud y frente a ello no 
existen padres que puedan asumir esa responsabilidad. Toda esta situación lleva a demoras en la 
posibilidad de integrar a ese niño a una nueva familia por adopción. Entonces, si aquí establecemos 
que la resolución judicial rige a partir de su otorgamiento y no desde el momento en que el niño se 
integra a la familia, puede ocurrir que transcurra un año y no podamos evaluar esa tenencia. La 
finalidad del año de tenencia debe ser la evaluación -por parte de los equipos técnicos- de la 
configuración de ese nuevo vínculo establecido desde el punto de vista social y psicológico. La idea es 
evaluar si es el hogar adecuado, si la integración se viene haciendo en forma correcta y, en caso de 
que surjan problemas, poder trabajar junto con la familia. De manera que el año de tenencia es 
siempre necesario para el abordaje de la integración del niño desde el punto de vista técnico. Si 
pensamos que un proceso de adopción plena puede iniciarse luego del año de tenencia, estaría 
habilitando a las personas a iniciarlo previo a la etapa de evaluación. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Queremos destacar que lo consagrado en el inciso segundo del artículo 142, 
a nuestro juicio, representa un avance extremadamente interesante e importante en la materia. 


SEÑOR SOLARI.- Antes de seguir avanzando en la consideración del articulado, me gustaría repasar 
un poco la objeción o la reserva que existiría con respecto a la redacción aprobada por la Cámara de 
Representantes del literal B) del artículo 140 del proyecto de ley. Obviamente que el agregado sobre el 
momento en que comienza a contarse el plazo de un año es a los efectos de darle certeza al proceso. 
Si entendí bien, lo que se critica es que eso sea en base a lo establecido en el artículo 132.1 y, 
fundamentalmente en el artículo 132.3, que es el que prevé una resolución final de las medidas 
cautelares y el inicio del proceso de adopción como tal. Si entendí bien, se argumenta que entre ese 
momento y el momento en el que se produce la inserción física del niño, niña o adolescente en la 
familia adoptante puede transcurrir cierto período y, por tanto, al establecer un año desde la resolución 
del Juez, en realidad, de convivencia con la familia adoptante, habría menos de un año. 


Si esa es la interpretación correcta a la observación que se hace, me gustaría saber qué se 
propone en su lugar, porque uno de los objetivos de todo este esfuerzo, como bien lo dijo el Presidente 
del INAU, es acelerar los tiempos procesales pero, además, dar certeza jurídica. Esa es la aclaración a 
la objeción y me gustaría saber cuál es la propuesta para salvarla. 


SEÑORA SCARONE.- De alguna manera, podríamos pensar en la posibilidad de quitar esa frase del 
párrafo puntual porque, en realidad, no incide en el requisito de que haya transcurrido por lo menos un 
año de tenencia en la familia adoptante. Como bien decía el Senador Solari, hablamos de la tenencia 
de hecho que implica la convivencia, es decir, a partir de la integración del niño a la nueva familia 
adoptante. De pronto, se podría decir que se computará desde la fecha de la integración del niño a la 
familia, según lo que dispone el artículo que hace referencia a la resolución judicial. 


SEÑOR SOLARI.- Ese criterio parece de toda lógica desde el momento en que se requiere un plazo 
para evaluar cómo va marchando esa inserción familiar. Si interpreto bien, el plazo de un año se fijaría, 
pero sería a partir de la inserción física del adoptable a la familia que lo va a adoptar. Sin embargo, ahí 
surge otra incertidumbre que es el plazo que pueda existir entre la resolución del artículo 132.3 y el 
momento de inserción en la familia adoptante. Sería bueno disponer y saber de cuánto podría ser ese 
plazo y qué es lo que arroja la experiencia. 


En fin, todo el proyecto trata de acortar plazos y dar seguridad jurídica, pero me parece que tal 
como está formulada la propuesta, no se está cumpliendo con ambos objetivos. 


SEÑORA SCARONE.- En estos casos, el tema de los plazos es bastante imposible de clarificar y, en 
ese sentido, con un ejemplo estaría dando cuenta de la imposibilidad de fijarlos. En lo que a la 
responsabilidad de la gestión del Departamento de Adopciones corresponde, puedo decir que una vez 
que existe la resolución judicial, la integración es inmediata. Lo que sucede muchas veces es que no 


encontramos familias que puedan dar respuestas a las necesidades de los niños. Actualmente tenemos 
un total de 28 niños en condiciones de ser adoptados, pero por su situación especial de salud es 
imposible encontrar familias en el Registro Único de Aspirantes -que cuenta con 77 familias- que 
quieran, estén dispuestas o cuenten con la capacidad como para asumir esas responsabilidades. 
Muchas familias no están dispuestas a dar esa respuesta cuando se trata de situaciones graves de 
salud y también ocurre que los papás se asustan ante la posibilidad de integrar a tres niños como 
grupo de hermanos; actualmente existen cuatro grupos de tres hermanos. Es decir, puede haber 
mucha intencionalidad pero del otro lado no existir adultos que puedan asumir ese compromiso. 
Muchas veces nosotros consideramos que la familia puede hacerlo, pero si las personas no lo creen 
así, es muy difícil lograrlo. Aclaro que entiendo la preocupación que se plantea y creo que eso pasa por 
la responsabilidad técnica; pero, muchas veces, más allá de que tenemos 100% más de 
responsabilidad, no encontramos familias que quieran -repito- aceptar esa situación o que los niños 
estén dentro de las expectativas de los adultos. Estos son niños en condiciones de adoptabilidad. 
Podemos entender las expectativas de un adulto cuando habla de querer un hijo buscando la 
posibilidad de adoptar, pero cuando no concuerdan o la brecha es muy importante, no se puede forzar 
una relación porque, evidentemente, al poco tiempo se daría un fracaso que sumaría una nueva 
privación del cuidado familiar, lo cual sería bastante grave en el caso de niños que ya no pudieron ser 
cuidados por sus padres. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En realidad, queríamos dejar planteada la preocupación o el eventual 
problema que se podría generar, teniendo en cuenta que las normas -no siempre- deben ser 
interpretadas desde la realidad del sentido común. Es decir, más allá de que exista una resolución, si 
efectivamente no hubo una tenencia, esto deberá ser tomado en cuenta. 


Por otro lado, quiero mencionar una omisión que se observa en el artículo 158, que no 
sabemos si corresponde a alguna distracción de nuestra parte o a un error del texto con el que 
contamos. Advertimos que no figura el literal G) del artículo 158 original, que tiene que ver con el 
conocimiento o el rastreo de los orígenes de los niños, niñas o adolescentes que estén en adopción. 
Sinceramente, no hallamos en el informe alguna explicación para ello. Ese literal G) expresa: “Orientar 
y apoyar a adoptados y adoptadas, adoptantes e integrantes de la familia de origen, en el proceso de 
conocimiento y acercamiento de las mismas”. Quizás se entendió que este literal era sobreabundante 
pero, en nuestra opinión, es importante. En todo caso, si se considera que esto ya está contenido en 
algún otro artículo o que surge del contexto general del proyecto de ley, creo que igualmente debería 
aclararse expresamente. 


Nos gustaría hacer una aclaración sobre el artículo 3% referido al derecho transitorio, ya que 
luego de haberlo leído varias veces nos surgieron algunas dudas en cuanto a su interpretación. 
Entendemos que a partir de la promulgación de la ley se tendrá dieciocho meses para iniciar 
eventuales trámites de adopción cuando los niños cuenten con más de un año de cuidado continuo por 
parte de una familia. Obviamente, esta disposición rompe con lo establecido por el sistema anterior, 
siempre y cuando sea correcta nuestra interpretación. Consideramos que, independientemente del 
texto, en los informes y en el posterior debate debería existir una aclaración expresa de cuál es la 
situación que se está previendo en estos casos. 


Finalmente, pensamos que una vez promulgada la ley habrá que hacer una gran campaña 
informativa sobre este punto en particular -por supuesto, por parte del INAU pero, también, con la 
mayor participación posible- ya que, sin duda, este fue uno de los errores que ocurrió con la normativa 
anterior donde, lisa y llanamente, mucha gente no se enteró de que existía ese derecho transitorio que 
establecía -si no recuerdo mal- el artículo 4*. 


Hasta aquí, señor Presidente, los comentarios que queríamos realizar sobre el proyecto de 
ley en discusión. 


SEÑOR SOLARI.- En primer lugar, agradecemos al Directorio y funcionarios del INAU la presentación 
que han realizado, que nos resultará sumamente útil para entender correctamente las modificaciones 
que se hicieron a un proyecto de ley que habíamos acordado con carácter bastante expreso hace ya 
casi un año. 


Me gustaría realizar algunas preguntas específicas para conocer la opinión de los integrantes 
del Directorio del INAU o de su personal técnico. La primera de ellas tiene que ver con el literal A) del 
artículo 132.1 que estipula las medidas provisionales que debe tomar el INAU cuando se produce una 
situación de privación del contexto familiar. En el inciso segundo se dice: “Las mismas consistirán en 
integrar al niño o adolescente siguiendo un orden preferencial que no podrá dejar de observarse salvo 
por motivos fundados en el interés superior del niño: 


Un integrante de la familia hasta el cuarto grado de consanguinidad. La guarda material del niño o 
adolescente en el marco de las medidas provisionales no podrá superar el plazo establecido en el 
artículo 132.2” 


Este fue un punto analizado cuando estuvimos hablando sobre las dificultades de aplicación 
de la Ley N* 18.590, ya que la necesidad de buscar hasta el cuarto grado de consanguinidad alarga la 
búsqueda, sobre todo teniendo en cuenta que puede haber casos en los que sea difícil de 
determinarlos. Si no recuerdo mal, en aquellas conversaciones -en las que no hubo versión 
taquigráfica; pero, con honestidad, creo que todos lo recordamos- esta era una de las dificultades para 
cumplir adecuadamente con el plazo de las medidas cautelares. Esto ha sido reintroducido en la 
versión aprobada por la Cámara de Representantes y me gustaría saber si el INAU está de acuerdo 
con esta formulación y si apoyaría una que tendiera al mismo objetivo de tratar de tener en cuenta a la 
familia biológica, pero sin quedar obligado legalmente a una búsqueda hasta el cuarto grado de 
consanguinidad, que muchas veces resulta bastante prolongada. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En primer lugar, quiero hacer una aclaración. Nosotros entendemos que esto 
es una obligación del Juez y no del INAU. En realidad, el artículo dice: “El Instituto del Niño y 
Adolescente del Uruguay (INAU) tomará las medidas de asistencia material que el estado del niño o 
adolescente requiera y comunicará la situación al Juez dentro de las veinticuatro horas siguientes de 
haber tomado conocimiento de la situación, quien” -el Juez- “dentro de las veinticuatro horas siguientes 
de recibir dicha comunicación dispondrá las medidas cautelares que correspondan”. Luego menciona 
en qué consistirán esas medidas. Es una obligación del Magistrado, no del INAU. Este es un error 
bastante común, que pone al Instituto una obligación que la ley no establece. Nuestra única obligación 
es adoptar las medidas materiales y luego cumplir la orden judicial. 


Otro error muy común -incluso en quienes ejercen la abogacía en forma particular- y que es 
conveniente aclarar, es que el INAU no es un auxiliar de la Justicia; de hecho terminamos siéndolo, 
pero no está establecido expresamente en ningún lado que lo sea. En realidad, podría haber una orden 
del Magistrado para que el INAU realizara la búsqueda, pero en general esto es realizado por los 
equipos del Poder Judicial -que es el que tiene la efectiva conducción del proceso- y eventualmente 
solicitan la ayuda del Instituto. Hasta donde sabemos, lo que se quiso hacer es reforzar la idea de que 
lo preferible, lo primero y lo necesario es la integración en la familia de origen. Obviamente, si en los 
plazos muy acotados que están planteados no se lograra materialmente llegar al conocimiento efectivo, 
el Juez deberá proceder de acuerdo con lo que indica la ley. Para decirlo claramente, creemos que la 
salvaguardia a que se extienda por un tiempo indeterminado o excesivo la búsqueda de la familia de 
origen o biológica en el grado de consanguinidad de que se trate -en este caso hasta el cuarto grado- 
está dada por el plazo que establece la ley a la resolución judicial. La búsqueda que eventualmente 
realice u ordene realizar no puede exceder ese plazo. 


SEÑOR SOLARI.- Yo no soy abogado y de ninguna manera pretendo tener conocimientos de Derecho, 
pero el hecho de que sea una obligación que se le imponga al Juez en una materia en que la Justicia y 
el INAU tienen que interactuar, puede terminar interfiriendo con ambos y perjudicando al niño o niña 
que, en definitiva, son los que nos interesan a todos. 


El artículo 132.2 establece un período de quince días para presentar los informes; y a mí me 
gustaría tener una noción de cuál es el plazo que los funcionarios del INAU aquí presentes entienden 
razonable, porque si ese les parece muy escueto, tendríamos que ver cuál les resultaría mejor. Sin 
perjuicio de ello, hay que señalar que en ese plazo de quince días el Juez podrá asesorarse con los 
equipos técnicos del INAU o a través de otras fuentes, tal como lo establece más adelante el propio 
inciso cuando dice: “El Magistrado podrá, para mejor proveer, requerir informes de los equipos técnicos 
del Poder Judicial: Instituto Técnico Forense, equipos técnicos de los Juzgados de Familia con 


competencia especializada.” Entiendo que pueda haber situaciones muy distintas, pero me gustaría 
tener una respuesta a mi inquietud en cuanto al plazo que consideran razonable. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Reiteramos que, en nuestra opinión, no hay ningún inconveniente ni ninguna 
confusión, porque la responsabilidad es del Magistrado y eso se desprende claramente del texto. En 
ese punto hoy la normativa es clara en cuanto a dónde está depositada la responsabilidad y desde 
nuestro punto de vista así debe ser. 


En principio y de acuerdo a cómo está definido, nos daría la impresión de que deberíamos 
informar en quince días sobre los 5.000 chiquilines que hoy tenemos y en ese período sería muy difícil 
tener una definición clara. Con la realidad de hoy, tendríamos que producir cinco mil informes y ello 
para nosotros sería un problema grave que implicaría un esfuerzo de gestión, porque efectivamente 
sería difícil poder cumplir. No estamos planteando un plazo en particular; simplemente creemos que 
deben quedar claros -por lo menos en la discusión- cuáles son los casos en los que esta información 
debe ser exhaustiva y enervar la responsabilidad del funcionario de que se trate. Independientemente 
de que el Juez pueda y deba -en nuestra opinión debe, además de que puede- asesorarse con equipos 
que pertenezcan al Poder Judicial, etcétera, etcétera, cuando el INAU no presente el informe dentro de 
los plazos establecidos en el inciso anterior, deberá citar a los funcionarios del equipo técnico 
encargados de elaborarlo a los efectos de hacerlo verbal en la sede judicial, en un plazo máximo de 
setenta y dos horas. Después dice que el Magistrado podrá requerir, además, informes de los equipos 
técnicos del Poder Judicial, del Instituto Técnico Forense, de los equipos técnicos de los Juzgados, 
etcétera. 


El siguiente inciso expresa: “El Ministerio Público dispondrá de un plazo de cuarenta y ocho 
horas para emitir su dictamen”. El que le sigue dice: “La no actuación dentro de los plazos previstos 
generará responsabilidad por falta grave de los funcionarios actuantes omisos a los deberes de su 
cargo”. 


Obviamente, en el caso de los cuarenta y cinco días, no cabe dudas de que si un informe se 
plantea después de los quince, se complica el proceso. Hay que tener en cuenta que, en la sistemática 
que está planteada, el informe se convierte en obligatorio a los efectos de la continuidad del proceso, al 
punto tal de que si no existiere, debe exigirse un informe ín voce. Pero en el plazo de noventa días, 
entendemos que dentro de esa misma sistemática, quizás podría establecerse un tiempo acorde con 
esa mayor duración del proceso. No es un tema menor, pero tampoco hacemos de esto una cuestión 
absolutamente esencial, más allá de que ya habíamos planteado en la Cámara de Representantes las 
dificultades que eventualmente podrían surgir. 


El otro tema es si esto implica la necesidad de brindar los informes en absolutamente todos 
los casos en que haya privación de cuidados familiares. Así como está redactado, parecería claro que 
sí, salvo que hubiera una resolución al inicio mismo del proceso, dentro del plazo de 24 horas que se 
establece para que los Jueces adopten resoluciones, en la que se señalara que no se está ante un 
caso que vaya a derivar necesariamente en un proceso de adopción. Pero queda alguna zona gris, 
digamos, en relación con este tema. 


SEÑOR SOLARI.- Me gustaría dejar constancia de dos puntos y después hacer una reflexión respecto 
a este artículo 132.2 y el tema de los plazos. 


La primera constancia es con respecto al literal G) del artículo 158. En todas las 
conversaciones que llevaron a la preparación de los proyectos de ley a fines del año 2011, había sido 
acordado mantener ese literal. Hasta donde sé, no hay oposición a mantener esa responsabilidad. 


En segundo lugar, quería también dejar constancia de la necesidad de ser más sistemáticos y 
tal vez definir jurídicamente la diferencia entre institucionalización e internación, porque se usan 
indistintamente y esto puede dar lugar a confusiones muy importantes. 


En tercer lugar, respecto al artículo 3" -que refiere al derecho transitorio- si no recuerdo mal, 
lo que se quiso expresar fue que se suprimía el plazo de un año fijado en el literal A), del artículo 4%, de 


la Ley N* 18.590 que se estableció para adecuarse a la nueva normativa. Esa supresión respondía al 
hecho de que hubo una cantidad de situaciones en las que no se había tenido conocimiento del plazo, 
por lo que el espíritu de lo acordado es que con esa supresión se abría una ventana de adecuación 
para los casos que ya existían previamente a la entrada en vigencia de la ley N* 18.590; no era un vale 
tutti o abrir una nueva oportunidad para cualquier tipo de legitimación. De manera que tomé nota de 
esa inquietud que me parece muy justificada, para resolverla de la mejor manera posible. 


Por último, en el tema de las medidas cautelares y de todo lo que tiene que ver con el 
período previo a la resolución de la separación definitiva, por sí o por no, me parece bueno que en el 
articulado se separen los casos nuevos que se planteen de aquí en más, de los 5.000 niños y niñas - 
entre ellos también habrá algún adolescente- que ya están bajo la custodia del INAU, donde tal vez 
haya que establecer algún régimen de excepción que contemple ese gran número, si bien a favor de la 
celeridad de la resolución de los casos está el hecho que sobre esos niños y adolescentes el INAU es 
quien cuenta con mayor información. Ni las familias, ni los Jueces, ni cualquier otra institución, tienen 
tanta información sobre lo que se requiere. Recordemos que el Juez requerirá la urgente realización de 
un informe psicológico y social acerca de la posibilidad y conveniencia de mantener al niño o 
adolescente en su familia de origen. Si hay alguien que sabe bastante de eso es el INAU, que no 
puede resolver los 5.000 casos en un plazo de quince días, pero sí sería bueno establecer un 
cronograma para que no se forme, digamos, un stock de esa magnitud y que, además, la institución 
pueda resolver esos 5.000 casos en un plazo de doce meses, dieciocho meses o lo que se estipule 
porque hay que hacer un programa de trabajo específico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más preguntas, agradecemos la presencia del doctor Salsamendi, 
Presidente del INAU, de los Directores Dardo Rodríguez y Jorge Ferrando, y de los asesores doctor 
Marzarini y la Psicóloga Scarone por la información proporcionada, no descartando la posibilidad de 
tener algún otro encuentro para aclarar las dudas que puedan surgir en el devenir del trámite legislativo 
que este tema tenga en el Senado. 


(Se retira de Sala la delegación del INAU.) 
(Ingresan a Sala los representantes del Movimiento Familiar Cristiano.) 


-La Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión tiene el gusto de recibir a la delegación del 
Movimiento Familiar Cristiano, compuesta por el ingeniero Julio Horta y el doctor Héctor Manso, a los 
efectos de escuchar su opinión sobre el proyecto de ley a estudio de la Comisión, que fue aprobado en 
la Cámara de Representantes y que contiene modificaciones al Código de la Niñez y la Adolescencia 
en lo que tiene que ver con los procedimientos de adopción. 


SEÑOR HORTA.- Ante todo, quiero agradecer la invitación cursada por la Comisión al Movimiento 
Familiar Cristiano para poder hablar sobre el tema de la adopción. 


Asimismo, quisiera manifestar algunas apreciaciones, breves y concretas, en nombre de la 
institución que representamos. 


Como el señor Presidente dijo, mi nombre es Julio Horta y estoy acompañado por el doctor 
Héctor Manso. Hace muchísimos años que participamos de la actividad de esta institución, llevando a 
cabo tareas en diferentes áreas. 


Voy a hacer una breve introducción sobre el tema, comenzando por definir al Movimiento 
Familiar Cristiano e indicando qué tareas lleva a cabo. 


El Movimiento Familiar Cristiano fue fundado en 1950 en Uruguay y actualmente está en 
dieciocho países de América Latina, desde México y Cuba hasta Chile y Argentina. Es una asociación 
de laicos que trabaja y se compromete con la familia y sus valores. Está financiada exclusivamente por 
los aportes de sus socios y no recibe dinero de ninguna otra manera ni de ninguna otra organización. 


El Movimiento Familiar Cristiano desarrolla trabajos en diversas áreas y brinda diferentes 
servicios. Por ejemplo, en el área prematrimonial, trabaja con los novios y con los matrimonios 
recientes con el fin de tratar que esa relación sea encaminada de la mejor manera posible para cada 
uno de sus integrantes y para la nueva pareja, de modo de que puedan llegar a concretar su proyecto 
de vida. 


También trabajamos con adultos mayores, brindando un ámbito para que ellos se reúnan y, a 
la vez, aprovechen su experiencia; trabajamos con nuevas formas de familia, por ejemplo, con gente 
divorciada y con parejas que se vuelven a casar; y, por último, hemos trabajado durante muchos años 
en el área de la adopción. En esta tarea acompañamos a la madre biológica, tratando de contenerla en 
una situación que, de por sí, es muy desgraciada para ella. Tener que dar un hijo en adopción es una 
situación delicada y la madre la vive con mucha angustia. Por lo tanto, se trata de convertir un proceso 
que, en sí, es penoso, en un acto de generosidad y no de abandono, que es lo que a veces genera 
culpa y pena. 


Las madres biológicas no llegaban al Movimiento porque este saliera a buscarlas, sino que lo 
hacían por decisión propia; algunas porque ya habían dado un hijo en adopción y otras se acercaban 
por conversaciones con otras personas. 


Tampoco fuimos a buscar a los padres adoptantes; ellos también se acercaban solos al 
Movimiento Familiar Cristiano a presentarnos su caso. Por cierto, los padres adoptantes tenían que 
cumplir con todas las exigencias del INAU y estar inscriptos en sus listas. Siempre intentábamos que 
recorrieran el camino de las inscripciones en el INAU. Se trabajaba muy intensamente, formando 
grupos con los padres adoptantes que, acompañados por un matrimonio, se iban preparando para la 
tarea futura de ser padres. Este trabajo de reflexión, de apoyo y de acompañamiento entre las familias 
que se encontraban en la espera era muy importante. Y los frutos se pueden ver en los grupos que 
quedaron formados y que hoy se siguen reuniendo, compartiendo su vida y realidad familiar, 
apoyándose mutuamente. 


Contábamos con el apoyo de asistentes sociales, abogados, médicos, psicólogos, padres de 
familia, es decir, con un equipo de acompañamiento completo, como lo exige un tema tan delicado 
como lo es el de la adopción. 


Por lo expuesto, al tratar este tema en las actuales circunstancias, es ineludible referirnos a 
la lamentable exclusión que ha realizado la legislación vigente con respecto a la intervención de 
nuestra institución en lo concerniente a la adopción. La actual legislación confiere exclusivamente la 
potestad de la elección de adoptantes al INAU, dándole el monopolio absoluto en el tema, lo que 
implica una afirmación de política social muy cuestionable. Inclusive, ni a los padres biológicos se les 
admite intervención en la materia. 


La más amplia participación de la sociedad civil organizada es, ciertamente, más útil al interés 
de la sociedad, pero sobre todo de los niños, para que junto con el INAU y bajo su obvio y necesario 
contralor, se realice tan valiosa tarea. 


En particular, el Movimiento Familiar Cristiano, y por más de cincuenta años en su actividad 
vinculada a los trámites previos a la adopción, ha ayudado a centenares de niños a encontrar a través 
de la adopción, el amor familiar, la educación y la transmisión de valores que nos forman como seres 
humanos en una sociedad. Nunca fue indagado y menos acusado o involucrado civilmente en materia 
tan delicada como la que se abordó. Lamentamos que se lo margine nuevamente con estas 
modificaciones que nada dicen del punto. 


Pensamos que la presencia reglada de una ONG de larga data e irreprochable conducta, 
podría seguir contribuyendo en forma vocacional y gratuita, auditada por el INAU como lo fue desde 
que se sancionó el Código de la Niñez y la Adolescencia actual, a servir a la sociedad uruguaya en el 
tema. Creemos que se continúa negando la participación ciudadana de una parte eficaz de las redes 
sociales, que son tan importantes en la vida social de un país. 


SEÑOR MANSO.- Vamos a abordar la temática concreta de la legislación proyectada. 


Nos parece que uno de los aspectos a modificar es lo dispuesto en cuanto a la exclusiva 
actuación del INAU para la selección de familias adoptantes. 


En el proyecto presentado oportunamente por los Partidos Nacional, Colorado e 
Independiente en la Cámara de Representantes, se establecía la facultad del Juez para disponer 
soluciones distintas en casos excepcionales. Sin embargo, en la iniciativa que ahora se presenta eso 
fue eliminado y el INAU tiene la exclusiva potestad para la elección de padres adoptantes; ni siquiera la 
madre tiene poder de decisión. Creemos que se vuelve a desconocer la complejidad de la realidad 
social. No se puede ignorar que la desvinculación familiar no siempre se produce de manera abrupta 
y total -como lo establece el artículo 132 del Código proyectado- sino que en ocasiones se realiza en 
forma paulatina y no elaborada. Muchas veces la madre entrega al niño a un familiar -que de repente 
no está dentro de la línea del cuarto grado de consanguinidad- o a una persona que se encuentra muy 
vinculada a ella -podría ser un vecino, por ejemplo- pero no decide en ese momento interrumpir 

totalmente o no continuar con su cuidado en forma permanente, sino que tiene el propósito de 
mantener el vínculo. Sin embargo, esta situación no está contemplada en la norma. El artículo 132 
refiere a la desvinculación y habla de no continuar en forma permanente. Pero, ¿qué es lo que ocurre? 
Que muchas veces el niño se vincula afectivamente y forma sus relaciones en el hogar donde está 
integrado, pero también lo hace con la madre, que concurre en forma más o menos continua; sin 
embargo, en determinado momento empieza a dejar de asistir -por múltiples razones- y finalmente no 
aparece más, sin que pueda establecerse una fecha exacta de desvinculación. En ese caso, el niño o 
el adolescente que tiene los vínculos formados con esa familia, nunca va a poder ser adoptado por 
ella. Entendemos que en ese caso se vuelve a victimizar al niño abandonado. Insisto: ese niño que fue 
abandonado por su madre y tiene una relación o un vínculo muy importante con una familia constituida, 
nunca va a poder ser adoptado por ella y, en consecuencia, va a carecer de derechos hereditarios, del 
apellido de esa familia y de todo vínculo jurídico. En ese caso, ni siquiera el Juez puede determinar que 
hay una situación excepcional que amerita una solución también excepcional. 


Respecto a la legislación concreta que se proyecta aprobar, hay algunos aspectos nos 
merecen observaciones. 


En el caso de las medidas cautelares que puede establecer el Juez provisionalmente, se 
determina que la guarda material solo podrá ser por un plazo máximo de cuarenta y cinco días para los 
menores de 2 años y de noventa días para los mayores de esa edad. Nos preguntamos qué ocurre si 
la resolución insume un lapso mayor, si se demora más tiempo que el fijado, porque la norma también 
señala que cuando el Juez no se expide en el término establecido, el INAU puede proyectar la 
designación de una familia sustituta. Entonces, en ese período intermedio -a partir del momento en que 
vence el plazo, hasta que se concreta, se presenta al Juez, este lo acepta, y todo lo demás- no se sabe 
bien en qué situación se está. Reitero que la norma es muy clara: establece que la guarda material no 
puede exceder el plazo de los cuarenta y cinco o noventa días. 


Más aún: ¿qué ocurre cuando hay sentencia? Se dice que el Juez deberá ratificar o rectificar 
las medidas cautelares. Entre las medidas provisionales, una de las opciones que tiene el Juez es 
designar un familiar hasta el cuarto grado de consanguinidad; otra es la institucionalización del menor, 
pero, ¿qué ocurre después de los cuarenta y cinco días? Entiendo que no se ha establecido 
concretamente cuál es la solución en esos casos, porque la medida provisional -de acuerdo con la ley 
que establece que la guarda material solo se ejerce durante cuarenta y cinco días- ya habría cesado. 


Supongamos que la interpretación sea la siguiente: si el Juez ratifica la medida cautelar, los 
menores pueden seguir allí donde se encuentren en ese momento. Aquí tendríamos un gran problema 
-y, a mi juicio, un enorme vacío de la ley- por el cual los niños que estén en esta situación podrían 
permanecer indefinidamente en hogares de cuidado, o con familiares hasta el cuarto grado de 
consanguinidad, o incluso institucionalizados. ¿Por qué? Porque la ley no establece qué plazo existe 
para iniciar la separación definitiva ni tampoco quién está legitimado para ello. Adviértase que si el Juez 
otorga la tenencia provisoria de un niño a un familiar hasta el cuarto grado de consanguinidad, este 
puede no tener interés en plantear la separación definitiva porque sabe que se entregará al menor a 
otra familia; sabe que no se lo entregarán a él porque que no ha sido seleccionado por el INAU. Lo 


mismo ocurre cuando se trata de una familia de acogida, que cobra. ¿Qué interés puede tener en 
promover la separación definitiva? 


Por otra parte, el proyecto establece que el INAU patrocinará o asesorará a los actores que se 
presenten. Quiere decir que no será ese organismo el que promoverá la separación definitiva porque, 
reitero, se determina que será el encargado de patrocinar y asesorar a quienes se presenten. 


Solo en un caso -que me parece es excepcional- se podría entender que el INAU debería 
promover la separación definitiva: cuando la progenitora, antes del parto, declara que no querrá al niño. 
Creo que esta es la única situación reglada en este proyecto de ley, en la que se podría entender que 
sería el INAU, repito, el que promovería la separación definitiva. En todos los demás casos no se 
determina plazo ni se señala quién está legitimado para llevar adelante este procedimiento. Estas son 
situaciones que deberían resolverse rápidamente; sin embargo, después que se han establecido las 
medidas provisionales, que el Juez las ha ratificado y que se ha fijado la sentencia definitiva, no está 
determinado quién inicia el procedimiento de separación definitiva ni qué plazo existe para hacerlo, con 
lo cual el niño queda en una situación absolutamente indefinida. 


Otro aspecto que también debe señalarse tiene que ver con la norma que instaura el concepto 
de adoptabilidad. Nos parece bien el concepto que se ha elaborado en ese sentido, pero no se 
determina quién lo establece ni cuándo. Nos estamos refiriendo al artículo 132. Esto viene a 
continuación de lo que el Juez de Familia en Primera Instancia resuelve, que es ratificar o rectificar las 
medidas provisionales que ha dictado. 


En el proyecto de ley elaborado por el Partido Nacional, el Partido Colorado y el Partido 
Independiente -al que hice referencia al comienzo de mi intervención- se señalaba que la adoptabilidad 
se hacía en el proceso de separación definitiva. Esto parece lo más razonable porque el concepto en sí 
entraña elementos que hacen muy difícil que el Juez, adoptando medidas provisionales y sin una 
participación, incluso, procesal de la madre o los familiares del niño, pueda tener la seguridad de que 
ese niño está en condiciones de adoptabilidad. Por eso, entiendo que sería razonable establecer, en 
primer lugar, quién lo dicta y cuándo se dicta. Por supuesto, comprendo que es el Juez quien debe 
dictarlo, es una decisión suya; además, hay que establecer en qué oportunidad se hace eso. 


SEÑOR SOLARI.- Les damos la bienvenida y, al mismo tiempo, quiero hacer un comentario con 
mucho respeto. 


Tengo entendido que el artículo 132.3 del proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes -que habla de la resolución final del Juez en relación a las medidas cautelares- 
dispone: “En la resolución final el Magistrado resolverá ratificar o rectificar las medidas cautelares 
dispuestas al inicio del proceso, dando por concluido el mismo y expidiendo el correspondiente 
testimonio”. Inmediatamente establece: “La condición de adoptabilidad de un niño o adolescente se 
verifica en caso de existir ruptura o grave deterioro de los vínculos afectivos”, etcétera. O sea, 
podemos suponer que el decretar la condición de adoptabilidad es parte de esta resolución a la cual 
hace referencia este artículo. No sé si estoy equivocado. 


SEÑOR MANSO.- Eso no está establecido expresamente. No se dice que el Juez que actúa en la 
medida provisional es el que dicta la condición, pero en la medida en que para adoptar esa decisión se 
establece que se tienen que tener en cuenta “los vínculos afectivos o de que estos no se hubiesen 
desarrollado con sus progenitores u otros miembros de la familia de origen que eventualmente se 
hubieran encargado o puedan encargase de su cuidado, o por hallarse expuesta su salud física, 
emocional, mental o espiritual, o por encontrarse en riesgo de vulneración sus derechos y siempre que 
se considere posible el establecimiento de nuevos vínculos afectivos adecuados a su situación, 
logrando su protección integral”, me pregunto: ¿esto es posible en un proceso en el que simplemente 
se adoptan medidas provisionales o cautelares en las que el Juez apenas tiene un somero 
conocimiento de la situación y en el que no participan la madre o el padre biológicos del niño? ¿Qué 
garantías existen? Por eso mismo, en el proyecto de ley que en su momento se había presentado a la 
Cámara de Representantes se establecía que esta decisión se adoptaba en la separación definitiva, 
prevista en el artículo 133. 


Simplemente, nos parecía que podía señalarse este aspecto para esclarecer y que no queden 
dudas de cuándo debe realizarse esa declaración. 


El otro aspecto que nos parece importante es la modificación que se realiza en el proceso de 
adopción en este proyecto de ley, cambiando el proceso voluntario establecido en el Código del Niño y 
en la modificación realizada en el año 2009, para establecer un proceso incidental en el cual tiene que 
citarse incluso a los progenitores o a quienes hayan tenido al niño. 


Adviértase que para llegar a la adopción pasamos por los artículos 132 y 133 del Código de la 
Niñez y la Adolescencia. 


El artículo 133 establece expresamente todo un proceso extraordinario con citación a los 
progenitores o a los responsables, y a quienes hubieran tenido al niño. Quiere decir que se trata de un 
proceso amplio que se realiza con la más absoluta garantía. Ese proceso culmina con una sentencia 
que declara la separación definitiva y la pérdida de la patria potestad. Entonces, ¿qué sentido tiene - 
después de que la madre y o el padre perdieron la patria potestad y no hay ningún familiar que tenga 
posibilidad de vínculo con el niño- volver a citarlos? Esto generará una complejidad mucho más grande 
y, sobre todo, se va a requerir más tiempo. Entendemos que es importante la celeridad en el proceso. 
Si un niño está en condiciones de adoptabilidad, ya se citaron a los padres y a todos quienes podían 
tener interés en ello, formularon toda su defensa y se culminó con una sentencia firme en la que se 
declaró la pérdida de la patria potestad, no entendemos el motivo por el cual se les tiene que volver a 
notificar para ser parte de este proceso de adopción. Nos parece que se debería volver al régimen del 
proceso voluntario que, de acuerdo con el régimen anterior, tiene previsto la presencia de un defensor 
del niño. Creemos que el niño está absolutamente protegido, pues además está la intervención 
preceptiva del Ministerio Público, que, junto con la notificación al INAU, son garantías más que 
suficientes en un proceso de adopción. Sin embargo, una vez culminado todo el proceso previo 
consagrado en los artículos 132 y 133 y llegado a la etapa de adopción, se establece todavía un nuevo 
proceso adicional, lo que consideramos totalmente un exceso. 


SEÑOR SOLAR!I.- ¿Se está refiriendo específicamente al inciso primero del artículo 135? 


SEÑOR MANSO.- No, señor Senador, al proceso de adopción establecido en el artículo 142. El inciso 
segundo de esta norma expresa: “Se seguirá el procedimiento incidental del Código General del 
Proceso (artículo 321), notificándose al Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay. Serán partes en 
este procedimiento quienes fueron actores y demandados en el proceso del artículo 133 de este 
Código y el niño o adolescente”. Y el inciso tercero, establece: “El traslado de la demanda será 
notificado en los domicilios constituidos en el juicio de separación definitiva”, y continúa la redacción. 
La única ventaja que tiene esto es que, cuando se han designado representantes  -lo que se puede 
hacer mediante edictos, por desconocer el domicilio de los padres biológicos- es decir, Defensores de 
Oficio, es a ellos a quienes se notifica. Por lo tanto, entendemos que no existe motivo alguno, ya no 
para volver a discutir sobre lo mismo, sino para transformar el proceso de adopción de voluntario en 
incidental; obviamente, incidental es también contencioso. 


Por último, nos queremos referir al artículo 3%. Nos parece que lo que aquí se proyecta es 
una excelente solución legislativa que permitiría resolver muchísimas situaciones legítimas que están 
en curso, de niños que han sido entregados legítimamente de acuerdo con la legislación vigente en ese 
momento y que hoy sus familias tienen dificultades para concretar la adopción. 


SEÑOR SOLARI.- Si me permiten, quisiera hacer una pregunta respecto al artículo 158 del proyecto 
de ley aprobado por la Cámara de Representantes, que en su parte final establece las competencias 
del equipo técnico del INAU. Allí se dice: “Todas las instituciones públicas o privadas sin fines de lucro 
que establezcan convenios con el INAU, deberán contar con un equipo interdisciplinario a los efectos 
de dar cumplimiento con los literales A), B) y E) del presente artículo”. Cabe aclarar que estos literales 
son conducentes a determinar las condiciones de padres adoptantes, de familia adoptante o de 
persona adoptante. 


El literal A) tiene que ver con el asesoramiento a los interesados en adoptar niños, niñas o 
adolescentes y con el análisis de los motivos; el B) refiere a evaluar las condiciones de salud, 
psíquicas, sociales y jurídicas de los solicitantes; y el E) habla de orientar y acompañar el proceso de 
integración familiar, tomando las acciones para garantizar una satisfactoria inserción familiar. 
Reconozco que este artículo tiene que ver con las competencias del equipo técnico del INAU, pero en 
su inciso final las extiende a otras instituciones, como el Movimiento Familiar Cristiano, las que podrían 
participar de esas etapas que son muy importantes. Por lo que entendí de la exposición inicial de los 
invitados, eso era buena parte de lo que hacía previamente el Movimiento Familiar Cristiano. Por eso, 
me gustaría saber qué es lo que ha impedido que esto se efectivice. 


SEÑOR HORTA.- Cuando la legislación vigente eliminó la posibilidad de que fuéramos una institución 
autorizada por el INAU, los padres que antes se acercaban al Movimiento para recorrer ese camino de 
espera, en el que se desarrollaban etapas de preparación mediante la formación de grupos que eran 
acompañados por técnicos, dejaron de hacerlo. La realidad nos ha mostrado que al no tener la 
autorización del INAU -que antes teníamos- los padres o las familias que quieren adoptar un chico no 
se acercan porque saben que van a recorrer un camino que no va a tener un fin, pues el niño o 
adolescente que pudieran adoptar va a depender de una lista y una prelación exclusiva del INAU. Ese 
proceso de apoyo también lo hacíamos con las madres biológicas, aunque no estoy muy seguro de si 
el INAU lo realiza. Las madres biológicas que se acercaban al Movimiento eran acompañadas durante 
todo su embarazo para que, en primera instancia, su decisión fuera responsable y libre. Además, se 
hacía todo un trabajo con los padres adoptantes. Si las madres biológicas saben que su hijo no va a 
ser entregado a una familia que fue acompañada por el Movimiento y los futuros padres saben que no 
pueden terminar su proceso dentro del Movimiento, no se acercan. Eso es lo que nos muestra la 
realidad. Es difícil desarrollar lo que establece el párrafo que mencionaba el Senador porque en la 
práctica eso es irrealizable. Insisto en que creo que la gente no se va a acercar si sabe que el proceso 
no culmina con la entrega del niño o adolescente. 


SEÑOR MANSO.- El artículo 151 proyectado es para las adopciones internacionales. El régimen para 
las adopciones nacionales sigue establecido en una norma que no ha sido modificada; me refiero a los 
artículos 157 y 158 de la legislación vigente que están bajo el título: “Control estatal de adopciones”. En 
el artículo 157 se establece que el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay, a través de sus 
servicios especializados, es el organismo encargado de proponer, ejecutar y fiscalizar la política a 
seguir en materia de adopciones. Asimismo, establece que para el cumplimiento de los mismos el 
INAU podrá convenir con instituciones públicas o privadas sin fines de lucro especializadas en la 
materia. 


Ahora bien, tanto en la normativa vigente como en la que se proyecta, el único organismo 
habilitado para seleccionar a las familias adoptantes es exclusivamente el INAU. Es decir, no hay 
ninguna otra posibilidad en ese sentido y ni siquiera el Juez puede establecer una solución distinta. Por 
lo tanto, las facultades de cualquier organización u ONG, evidentemente, están absolutamente 
limitadas a una mera tarea -si así lo requiere el INAU- de asesoramiento. 


SEÑOR MONTIEL.- Supongo que, además de la institución que representan, deben existir otras que 
también estén abocadas a este tipo de acción. Quizás por desconocimiento de los procedimientos con 
que se realiza la actividad, no entiendo si ustedes han tomado iniciativa para realizar un convenio con 
el INAU o si hay un impedimento para ello, aunque creo que el artículo 158 lo habilitaría. Según 
entiendo, el INAU habilita a que determinadas instituciones, con ciertas condiciones y características 
como las que se establecen aquí, puedan firmar un convenio a efectos de ser copartícipes en la 
selección familiar y el proceso de adopción. Quisiera saber si esto es así y si ustedes han logrado o 
han tomado iniciativa -reitero- para realizar algún tipo de convenio con el INAU. 


SEÑOR HORTA.- Si no me equivoco, cuando en el año 2004 se promulgó el nuevo Código de la Niñez 
y la Adolescencia, a través del artículo 158 se permitía que instituciones, con habilitación del INAU, 
actuaran en todo el proceso completo de adopción. Creo que la única organización que se presentó en 
ese momento fue el Movimiento Familiar Cristiano; durante varios años tuvimos una habilitación anual 
en forma expresa del directorio del INAU. Por tanto, año a año fuimos renovando ese permiso por lo 
que, durante los años sucesivos a la aprobación del Código en 2004 -con las demoras administrativas 
que suelen ocurrir- contamos con la habilitación para poder completar el proceso de adopción. Es decir, 
siendo auditados por el INAU y teniendo el control de las inspecciones de sus técnicos, nosotros 


contábamos con nuestros propios técnicos que hacían el proceso de acompañamiento y selección de 
los padres adoptantes, pero con la legislación vigente perdimos esa posibilidad. Más allá de que 
podamos generar convenios de asesoramiento o de trabajos con padres, desde el momento en que la 
ley establece que la elección de los padres adoptantes se hace preceptivamente según las listas del 
INAU, cualquier organización se ve impedida de generar el proceso completo de adopción. En este 
momento no tenemos un convenio con el INAU y, en realidad, creo que es difícil llegar a concretarlo 
cuando en una etapa del proceso quedamos limitados y excluidos, ya que será el propio Instituto el que 
resolverá si los padres que preparamos son aptos o no; puede decir que no porque no estaban en la 
lista. 


SEÑOR MANSO.- En la legislación proyectada se establece que la resolución para la selección de la 
familia solo puede ser tomada por el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay. Incluso más, si el 
Juez quisiera apartarse de esa selección, necesita informes técnicos; debe tratarse de una decisión 
fundada avalada por informes técnicos del Poder Judicial. Aun en ese caso, el Juez debe solicitar al 
INAU que a través de sus equipos técnicos le proporcione otra familia. En ninguna circunstancia el 
Juez está facultado para elegir otra familia. Esa facultad es exclusiva y privativa del INAU; no hay nadie 
que pueda ejercerla, salvo él. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a los invitados el aporte realizado a la Comisión, que seguirá 
trabajando en este tema, por lo que no descartamos la posibilidad de tener algún otro contacto con 
ustedes en la medida en que evolucionemos en la consideración del proyecto de ley. 


(Se retira de Sala la delegación del Movimiento Familiar Cristiano.) 
(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Padres Adoptantes del Uruguay.) 


-La Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión tiene el agrado de recibir a la delegación de 
la Asociación de Padres Adoptantes del Uruguay integrada por las señoras María Aurora Reolon, 
Daniela Bottero y Analía De Pizzol. 


Como es de su conocimiento, esta Comisión tiene a estudio el proyecto de ley aprobado por 
la Cámara de Representantes, referido a las modificaciones al Código de la Niñez y la Adolescencia en 
lo que hace al régimen de adopción. Los invitados expondrán su punto de vista y luego, eventualmente, 
los señores Senadores formularán algunas preguntas o plantearán dudas que puedan surgir de la 
exposición realizada. 


SEÑORA REOLON.- En primer lugar, agradecemos la invitación que se nos ha cursado. 


Cada uno, desde su lugar, da la visión que entiende debe hacerse para optimizar los procesos 
de adopción. Al final, conjuntando todos los elementos de juicio, seguramente se podrá hallar el 
camino de las soluciones. 


En segundo término, expresamos nuestro beneplácito por todo lo que se ha trabajado en la 
Cámara de Representantes en aras de dar respuesta a las necesidades de nuestros niños en situación 
de desamparo. No obstante ello, tenemos dudas sobre lo acertado de algunos postulados, por lo que 
creemos necesario plantear nuestra preocupación y propuesta frente a esta Comisión, en busca de que 
el resultado final sea el mejor. 


Entendemos que son correctos los plazos que se dan para la investigación, las medidas 
cautelares que se fijan y en el orden que se establecen. Si el plazo de 15 días para emitir el informe 
técnico se entiende suficiente; entonces, el tope de 45 y 90 días es aceptable para tomar una 
resolución: sea la de revincular al niño con su familia de origen o su inserción en una familia del 
Registro Único de Aspirantes. 


Los tiempos del proceso parecen correctos para darle al niño las garantías de que lo que se 
resuelva será lo mejor para él en el plano de lo posible. 


Cuando se determina que no hay posibilidad de restitución familiar la sociedad uruguaya 
cuenta con un grupo de personas que, con el fin de dar amor, están preparadas humana y 
psicológicamente para ayudar a restañar heridas a esos niños que han de convertir en sus hijos. Ese 
capital humano preparado y consciente de su rol es el conjunto de familias que integran el Registro 
Único de Aspirantes, el llamado RUA. Esto no pretende ser peyorativo hacia el resto de las personas 
que asumen esa tarea, pero sí vemos que hay ciertas garantías para estos niños que no siempre 
pueden o quieren ser dadas. 


En cuanto a la figura jurídica en sí, creemos que no debe considerarse ninguna forma de 
adopción que no sea la de adopción plena. Por ser una solución alternativa y transformadora de la vida 
de las personas -por el consiguiente cambio de filiación- la adopción debe ser radical. Aun en la vida 
cotidiana, las medidas decisorias deben ser determinantes para que no generen desconcierto; nadie 
puede ser medio soltero o medio casado, menos aun medio padre o medio hijo. Si no es contundente, 
se termina siendo el hijo de nadie. 


En el caso de la adopción del hijo del cónyuge, podría aceptarse la creación de la figura de 
adopción con efectos limitados como salvaguardia del derecho del niño a mantener vinculación con la 
línea parental del progenitor con el cual ya no tiene vinculación directa. A la vez, se le estaría dando a 
quien ejerza el rol de madre o padre la potestad de atender algunas de las necesidades del niño que, 
en el caso de no ejercer la patria potestad, no podría hacerlo. Pero entendemos que solo en estos 
casos debe aplicarse. En cualquier otra circunstancia, la consideramos inadecuada, innecesaria y, lo 
que es peor, sumamente injusta. ¿Por qué? Porque el niño tendrá una familia y se apellidará como 
otra, lo que no facilitará su integración social total en su nueva familia, marcándolo como distinto. La 
adopción no solo atiende a la integración emocional sino también a la integración social. Porque si el 
menor tiene vínculos afectivos importantes con su familia biológica, lo que corresponde es mantenerlo 
en la misma y no insertarlo en otra en carácter de hijo por adopción a medias. Porque si la familia no se 
puede hacer cargo del menor en forma continua, existe el recurso de que se quede con una familia de 
acogida, donde sea visitado con asiduidad hasta que se resuelva su situación, no apelando a la 
adopción. Porque en los casos en los que algún integrante de la familia de origen tiene vínculos con el 
menor pero no puede hacerse cargo de él, se le propone la adopción como alternativa y, en caso de 
aceptar, se selecciona una pareja del Registro Único que acepte niños con vínculos familiares, 
procediéndose a una adopción plena. Porque esta forma alternativa de adopción podría prestarse para 
adoptar sin desheredar a hijos biológicos de uno o ambos integrantes de la pareja; así se ampararía el 
derecho de uno de los hijos en desmedro del derecho del otro. 


Por lo tanto, esta excepción no solo no es necesaria sino que, además, es lesiva. 


En cuanto a la redacción del artículo 135.1, en referencia a la decisión de una pareja de no 
hacerse cargo de su hijo o hija que aun no ha nacido, creemos que la redacción es incorrecta y genera 
confusión. Se establece que ante la declaración de progenitores de no querer hacerse cargo del hijo 
por nacer, el centro de salud promoverá que puedan ejercer sus deberes parentales. En caso de no 
ser posible, se le comunicará al INAU, el que procederá a tomar las medidas necesarias para que el 
niño pueda permanecer en el seno de su familia de origen. El texto dice que, de no ser esto posible “se 
verificará la condición de adoptabilidad del niño y se iniciará el proceso de separación definitiva, 
procediéndose de acuerdo al orden establecido en el artículo 133 de este Código”. Y dice a 
continuación: “Culminado el proceso de separación definitiva el trámite de adopción no podrá iniciarse 
hasta cumplido lo previsto en el inciso siguiente. La voluntad de los progenitores de no hacerse cargo 
del niño deberá ser ratificada o rectificada a partir de los treinta días del nacimiento”. Si pensamos el 
tiempo que puede mediar desde la comunicación por parte del centro de salud sobre la decisión de los 
progenitores, más la posterior intervención del INAU determinando la condición de adoptabilidad -si no 
hubiera sido posible el reintegro a su familia de origen- no parece que sea suficiente para que haya 
nacido el niño. 


SEÑOR SOLARI.- No es mi intención interrumpir, porque vengo siguiendo muy atentamente su 
presentación, pero desde que comenzó a hablar del inicio del proceso vinculante durante la gestación, 
no entendí bien a qué artículo estaba haciendo referencia y, por lo tanto, no puedo seguirla. 


SEÑORA REOLON.- Me refería al artículo 135.1. 


Por tanto, no se puede habilitar que se inicie el proceso de separación definitiva si aún no 
nació. Además, cuando dice que culminado el proceso de separación definitiva, el trámite de adopción 
no podrá iniciarse hasta que los progenitores no ratifiquen su decisión -a treinta días de nacido el niño 
O la niña- no parece correcto, ya que es ilógico que se realice una separación definitiva cuando la 
madre aún no ratificó la decisión de no hacerse cargo de su hijo. Podría corregirse con un texto que 
dijera: “Si esto no fuera posible” -y retomamos donde estaba- “se verificará la condición de 
adoptabilidad del niño”. Luego de nacido, el Juez podrá establecer como medida cautelar integrarle a 
una familia del RUA, con la condición de que, hasta tanto no esté ratificada la decisión de la madre - 
transcurridos los treinta días del nacimiento- no se podrá iniciar el proceso de separación definitiva. En 
caso de no poder integrarle a una familia del RUA, habría que integrarlo a una familia de acogida. 


Finalmente, y con respecto al derecho transitorio, encontramos una situación de difícil 
solución pero, como en cualquier caso de situación límite, hay que ser sumamente cuidadoso para 
evitar desbordes que causarían daños irreparables. 


La intención del artículo es contemplar la situación de aquellos niños que a través de la 
guarda puesta habían ingresado a familias para su posterior adopción, en el período anterior a la 
reforma que se hizo en 2009, con la Ley N* 18.590. Ahora, y atendiendo situaciones creadas con 
posterioridad a la vigencia de la citada ley, se intenta incorporar al marco legal, por la vía de la 
excepción, situaciones claramente ilegales, sin ningún tipo de garantías para los niños. Entendemos 
que si bien hay que dar solución a esas situaciones, también debemos evitar la convicción de que 
quienes tomen el camino de la ¡legalidad luego serán legalizados por la vía de la excepción. Hasta 
setiembre de 2009 todos los niños integrados en familias estaban sin el aval del INAU -después 
iniciaron sus acciones dentro de la legalidad- y luego tenemos los que se integraron con posterioridad a 
esa fecha. 


Es claro que no podemos responsabilizar a los niños por los errores de los adultos y 
debemos evitar que haya damnificados, pero debemos cuidar que la resolución que tomemos no 
promueva futuros desacatos. Entendemos que la disposición transitoria debe atender las necesidades 
de los niños y no las urgencias de los adultos. 


Nuestra propuesta sería, en primer lugar, determinar que todos los niños que fueron 
integrados en familias antes de la vigencia de la Ley N* 18.590 puedan continuar los trámites de 
manera normal. En el caso de los niños integrados luego de setiembre de 2009 y que tengan a la 
fecha de promulgada esta ley la edad mínima de 3 años, deberán concurrir a entrevistarse con los 
equipos técnicos del INAU para explicar cómo ha sido la integración y aportar datos completos de la 
familia de origen -padre, madre, abuelos, fecha de nacimiento, partida de nacimiento, etcétera, todo 
con el fin, al menos, de garantizarle al niño o niña, si lo quiere, el acceso en el futuro a sus datos 
filiatorios. Se deberá hacer con ello un expediente. Hasta tanto no se brinden todos esos datos y se 
cuente con el aval de los equipos técnicos del INAU en cuanto a garantías de que la familia dará a ese 
niño las condiciones para su normal desarrollo, no se podrá iniciar el trámite de adopción. 


Todas las personas o parejas que han integrado por fuera del marco legal y cuyos niños 
cuenten con menos de 3 años a la fecha de promulgación de esta ley, deberán presentarse en las 
oficinas del INAU con toda la documentación que certifique la identidad del menor, datos de la familia 
de origen, ciudad de nacimiento, partida de nacimiento, etcétera. Hasta tanto no se brinden todos esos 
datos, no se podrá tramitar la guarda provisoria, que deberá contar con igual contralor de los equipos 
técnicos que el que recorren las parejas que han transitado el camino de la legalidad. Luego de un año 
de tenencia y si no ha ocurrido nada que lo contravenga, podrán iniciar el trámite de adopción. En 
todos los casos que esta vía de excepción contempla, tendrán las familias un año de plazo para iniciar 
los trámites correspondientes. Sería conveniente que posteriormente a la aprobación de esta ley se 
comunicara por medios de prensa esa disposición. Vencido el plazo de un año, no se deberá aceptar 
más regularizar situaciones de hecho porque, de lo contrario, terminaríamos convirtiendo en estos 
casos a la adopción en una apropiación reglada y estaríamos quitándole el carácter de medida de 
protección del niño y convirtiéndola en una medida para contemplar el deseo de los adultos. No parece 
justo para los niños directamente involucrados ni para los que han llegado por las vías legales, pues 
estas se convertirán en un castigo más que en un premio a las buenas prácticas en adopción. 


Puede parecer duro todo lo expuesto, pero vistas las consecuencias que tienen en los niños 
las malas prácticas en adopción -ocultarles su condición de adoptados, no suministrarles datos sobre 
sus familias de origen, no saber cómo contenerles cuando la verdad de su historia les desestabiliza por 
no haberse preparado para ello- entendemos que se hace necesario ser inflexibles en la protección de 
los niños. Quienes han recorrido los caminos de la adopción saben que lo que no se cuida en el inicio 
del proceso explota en la mitad, así que apelamos a quienes legislan para que sean firmes a la hora 
de proteger el derecho de nuestros niños, porque habiendo ya perdido a su familia de origen, no es 
justo que nos desentendamos de tomar las medidas que les garanticen que nos estamos preocupando 
por su futuro. 


SEÑORA BOTTERO.- Quiero realizar un par de precisiones desde el punto de vista jurídico, en mi 
posición de abogada. 


La primera de ellas es que al final del artículo 132 se establece: “De ser recibida por el INAU, 
este lo comunicará de inmediato al Juez de Familia con competencia de urgencia, en ambos casos a 
efectos de dar cumplimiento con lo dispuesto en el artículo 132.2”. Nos parece que aquí debe decir 
“artículo 132.1”, porque se refiere a las medidas provisionales; el artículo 132.2 habla de la duración del 
proceso. 


En cuanto al artículo 133.1, que se refiere al procedimiento y competencia de la separación 
definitiva, la Ley N* 18.590 establece: “Para determinar si corresponde decretar la separación definitiva 
del niño, niña o adolescente de su familia de origen y su inserción en una familia alternativa con fines 
de adopción, se seguirá el proceso extraordinario regulado por el Código General del Proceso, 
debiendo en todos los casos designar defensor o curador si correspondiere”, etcétera. En este nuevo 


proyecto de ley se cambia la conjunción “o” por “y”, por lo que no queda claro o nos genera la duda de 
si estamos agregando un nuevo elemento o existe un error en la redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que se está refiriendo a la frase: “debiendo en todos los casos 
designar defensor y curador si correspondiere”. 


SEÑORA BOTTERO.- Se trataría de dos designaciones cuando, en realidad, la ley establecía: 
“designar defensor o curador si correspondiere”. 


Para nosotros también fue muy grato ver cómo en el mismo artículo 133.1 se establece: “El 
Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay podrá patrocinar a los demandantes de este proceso”. Lo 
mismo cuando se dice: “La sentencia que acoja la separación definitiva de la familia de origen, 
dispondrá la pérdida de la patria potestad si el niño o el adolescente se encontrara sujeto a la misma. 


Los edictos que deban publicarse a fin de efectuar los emplazamientos que correspondieren 
serán gratuitos en el Diario Oficial y el término será de treinta días”. Señalamos esto porque hoy en día, 
en lo que respecta a la adopción, los procesos son caros para los padres adoptantes. Nos tenemos 
que enfrentar a dos procesos en los que nos tenemos que hacer cargo de los honorarios de los 
abogados que patrocinan a los padres adoptantes, del abogado que representa a los niños y en 
muchas oportunidades del abogado de la familia biológica. Entonces, encontrar este tipo de soluciones 
legislativas nos da un respiro muy grande. También sería un gran desahogo si a esto le agregáramos 
que fueran gratuitas las tasas correspondientes a las inscripciones de los testimonios de sentencia en 
el Registro de Actos Personales. Toda sentencia que decreta el desvínculo con la familia de origen se 
debe inscribir, a lo cual se aplican tasas de montos considerables que se suman a todo lo demás. En 
estos procesos, además, se da que muchas veces los honorarios de los abogados que actúan tienen 
que ser pagados antes de las audiencias. 


También traslado esto al artículo 142 referido al proceso porque, ahora, al cambiar la 
estructura lo convierte en un proceso incidental. El artículo 142 hace referencia al proceso de adopción. 
Si bien no dice que el INAU va a representar a los padres adoptantes, tampoco habla de los edictos y 
las inscripciones. En caso de que pase a ser un proceso incidental y se va a regir por las 
características del proceso principal, que va a ser el del desvínculo, tal vez sería bueno agregar que va 
a tener las mismas exoneraciones si los señores Senadores consideran que puede corresponder. 


El artículo 139 nos generó varias dudas, no tanto en el primer párrafo donde regula sobre la 
adopción plena, sino cuando se refiere a la adopción con efecto limitado. La posición de APAU es que 
en el artículo 139.1 se aclare que la adopción con efecto limitado está restringida al hijo del cónyuge o 
concubino, ya que en una primera interpretación no queda claro y dice simplemente: “Esta adopción 
con efecto limitado solo podrá ser dispuesta en caso de contar con el asentimiento de ambos 
progenitores”, etcétera. 


Francamente, consideramos que sería conveniente dejar establecido -buscando una 
redacción adecuada- que se permitirá la adopción con efecto limitado por parte del nuevo cónyuge o 
concubino del padre o madre del hijo habido dentro del matrimonio o habido fuera del matrimonio 
reconocido del otro cónyuge o concubino, siempre que -aquí seguiría lo que expresa el 139.1- para el 
caso se cuente con el asentimiento de ambos progenitores y solo se concederá si el Juez estimase que 
este instituto es el más conveniente para el niño o adolescente. Quiero aclarar que no nos estamos 
oponiendo al instituto; simplemente, nos parece que la redacción del artículo 139.1 no es clara. 


Tampoco es claro el segundo inciso del artículo 139, que expresa: “La sentencia que asigne la 
adopción al nuevo cónyuge o concubino determinará el desplazamiento de la patria potestad del 
progenitor con quien el niño o adolescente haya perdido el vínculo hacia el adoptante”. Esto tampoco 
está establecido en el artículo 139.1 con respecto a la adopción con efecto limitado. En definitiva, al no 
mencionarse esto en forma expresa, se crea la duda de quién va a ejercer la patria potestad de aquel 
niño que sea adoptado con efecto limitado; sí se indican ciertos efectos de la adopción con efecto 
limitado, pero no el desplazamiento de la patria potestad, tal como se menciona al principio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Además de agradecerles su presencia queremos decirles que la Comisión 
continuará estudiando la iniciativa y eventualmente puede haber una nueva solicitud de colaboración 
respecto de este tema. 


SEÑORA REOLON.- Antes de retiramos quiero decir que estamos dispuestos a comparecer las veces 
que sean necesarias; lo hicimos cuando esta iniciativa se discutió en la Cámara de Representantes, y 
cada vez que lo volvemos a hacer encontramos más material para trabajar. Más allá de todo, creemos 
que este proyecto de ley ya debería haberse aprobado, puesto que es muy relevante. Nos resulta 
complejo tener que rever ciertas cosas porque los plazos se extienden cada vez más, pero es 
importante que estas puertas no queden abiertas. 


Queremos dejar claro que no consideramos que las familias que integramos el RUA seamos 
las únicas aptas para adoptar, pero hay que tener mucho cuidado con determinadas situaciones. 
Hemos visto y conocemos historias -porque nos hemos acercado- de niños que han pasado por 
circunstancias muy complejas. El INAU ha cambiado mucho y ha mejorado sustancialmente la 
preparación de los padres en base a talleres que proporcionan a las familias herramientas para 
enfrentar una cantidad de situaciones que se presentan en la vida del niño adoptado. Por eso también 
es importante el aprendizaje que da el Instituto; no es pasar por allí y nada más, se trata de toda una 
preparación. Al pasar por el INAU, quedan registrados en un dossier todos los datos de la familia de 
origen y cómo fue el proceso. Nosotros tenemos que pensar que, llegado el momento, esos niños van 
a tener la inquietud de saber cómo fue el proceso y si su madre no habrá sido inducida a darlo en 
adopción. Entonces, los hijos adoptivos que pasaron por el INAU -o sea que la adopción no se dio por 
fuera del Instituto- tienen derecho a revisar esos datos. Quiero aclarar que conozco a gente que ha 
adoptado por fuera de este procedimiento y lo ha hecho con la mejor de las intenciones, pero en esos 
casos los hijos no tienen forma de corroborar que no hubo presión. Muchas veces, estando dentro del 
INAU, uno siente casi la presión de contarle a su hijo la verdad de su vida, aunque cueste hacerlo. 
Obviamente, no es fácil decirle a un hijo una verdad como esta, decirle “no estuviste en mi panza”, y no 
es fácil porque uno sabe que le va a doler. Entonces, cuando uno pasa por el INAU siente la presión - 
por llamarlo de alguna manera- de contarle a su hijo la historia de su vida. 


Para ampliar la información, les comento que muchas veces el niño adoptado trata de no 
preguntar, de no indagar. Entonces, si uno no siente la presión de decírselo, si no siente que de no 
decirlo va a quedar escrachado, termina extendiendo los plazos más apropiados y el niño se entera de 
la verdad a los 8, a los 10 o a los 15 años, lo que aumenta la complejidad de la situación y, a su vez, 
disminuye las posibilidades de poder contenerlo. No estamos diciendo que el que adopta por fuera del 


sistema es mal padre; uno puede ser mal padre, aunque haya pasado por el INAU, por haber hecho 
cosas que perjudiquen a su hijo. Entonces, hay que dar más garantías, los padres deben ser 
preparados porque tienen que pasar por un proceso de duelo que lleva su tiempo. El tiempo que media 
entre el momento en que una pareja corrobora que no puede tener un hijo biológico y el que se prepara 
para recibir otro hijo, implica un proceso que se realiza con otras personas que están en la misma 
situación dentro del INAU, a lo que se agrega, además, la ayuda de los técnicos del INAU. Las parejas 
se enojan muchas veces con los técnicos, por lo que les dicen, por lo que plantean, o porque piensan 
que no tienen nada nuevo para decirles. 


El tema es que cuando una persona va directamente a adoptar, por las suyas, generalmente 
claudica porque tiene miedo, no tiene apoyo o no tiene iguales con quienes hablar. Y nos ha escrito 
gente que quiere sumarse al grupo porque su hijo le pregunta si es el único que se encuentra en esa 
situación. En APAU, todas las personas que pasan por el INAU tienen un vínculo, se conocen y se 
interrelacionan. Formamos grupos de niños que comparten la misma situación y que comprenden lo 
que siente cada integrante. Cuando el niño queda muy aislado y los padres tardan en contarle acerca 
de su origen, resulta algo muy fuerte para él. Esto se agrava si no hay muchos datos sobre la familia 
biológica y se hace difícil su búsqueda, porque se pierden los nexos. 


También es muy fuerte para el niño el hecho de saber que pasó por el INAU porque no había 
nadie de su familia de origen que se hiciera cargo de él. Es decir que su desvinculación fue porque no 
hubo otra posibilidad. Cuando el niño pasa por otro camino, no sabemos si es así y, entonces, ahí 
viene el dolor, el enojo, el cuestionamiento, las fallas, las caídas y los padres que no pueden con ese 
vínculo. Entonces, no lo hacemos por los padres porque lamentablemente siempre habrá niños para 
adoptar; no lo hacemos para que haya más niños que pasen por el INAU, lo hacemos para salvar a los 
niños de ese dolor. Esto lo hemos hablado con hijos que han llamado a la Asociación y que nos han 
contado esas circunstancias. 


Entendemos que debemos insistir constantemente sobre esto. Más allá de lo que establece el 
artículo 3% no podemos aceptar que entren, incluso, en forma ilegal porque, en realidad, es así. 
Entonces, ahora los ingresamos a todos, sin hacer un contralor o sin exigirles a los padres que dejen 
los datos en el INAU para que el chico, si lo desea, pueda saber sobre su familia biológica, buscar sus 
orígenes, saber su verdadero nombre, el de su madre y en qué lugar nació. Si seguimos ingresando a 
todos de esta manera, se van a seguir dando estas seudoguarda puestas, pero eso está mal porque 
antes era legal y ahora ya no. Y si en el país se dio esta forma de funcionamiento, ahora no la 
podemos permitir porque de esa manera no estamos salvaguardando al niño, sino la decisión del que 
no quiere esperar, del que no quiere seguir ese camino, del que muchas veces se avergúenza de pasar 
por el INAU porque no quiere que se sepa que adoptó un niño. Entonces, esa persona no está 
preparada para adoptar. Hay que aceptar que este es un camino a seguir y hay que hacerlo con amor. 
Si uno cree que puede adoptar un niño y convertirlo en un hijo biológico, le está haciendo mal. 


Por eso insistimos: parece que quisiéramos alargar el proceso. Pero no es así; no queremos 
que dentro de tres años se discuta nuevamente una reforma del Código de la Niñez y la Adolescencia. 


Hay muchas cosas por hacer. Hay que trabajar mucho sobre la adopción a nivel social para 
que la gente entienda lo que eso significa. Para que no nos digan: “¡qué bueno que fuiste como 
padre!”. O que le digan al niño: “¡pobrecito!” o “¡qué suerte que tuviste!”. Para que ello no pase más hay 
que realizar un trabajo social, pero hasta que no tengamos una ley lo más redondita posible, se hace 
difícil concretarlo, de manera de dedicarnos a trabajar por nuestros hijos desde ese punto de vista. 
Recién ahora la sociedad está entendiendo que la adopción es otra forma de paternidad y que no es 
secundaria. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Nuevamente les agradecemos su presencia y la exposición realizada. 


(Se retiran de Sala las representantes de la Asociación de Padres Adoptantes del Uruguay.) 


(Ingresa a Sala la Dra. Diana González, asesora de la Organización Infancia y Adolescencia 
Ciudadana.) 


-La Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión tiene el gusto de recibir a la doctora Diana 
González, de la Organización Infancia y Adolescencia Ciudadana, quien ha sido especialmente invitada 
para conversar sobre las modificaciones establecidas en el proyecto de ley sobre adopción, aprobado 
por la Cámara de Representantes, que tenemos a estudio. 


Le cedemos el uso de la palabra para que realice su exposición, luego de lo cual los señores 
Senadores podrán hacer las consultas que entiendan pertinentes. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Muchas gracias por recibirme. 


En primer lugar, quiero aclarar un aspecto de mi pertenencia institucional. Cuando la 
Secretaria de la Comisión me formuló la invitación, me comentó que fue la señora Senadora Constanza 
Moreira quien había solicitado mi participación, lo que agradezco. En ese momento pensé que se 
debía a que desde hace muchos años integro la ONG denominada Infancia y Adolescencia 
Ciudadana, pero después se me ocurrió que también podía ser porque formo parte de una Red que 
tiene que ver con búsqueda de orígenes y derecho a la identidad, por lo que dejo abierta las dos 
posibilidades y pienso que no va a haber problemas porque, en definitiva, soy la misma persona. 


Con respecto al proyecto de ley, quiero referirme a algunos detalles con mayor o menor 
importancia, pero que valen a la hora de mejorar la redacción. 


En el artículo 132 se excluye la posibilidad de que la mujer que decide entregar o delegar la 
maternidad en una familia adoptiva, lo pueda comunicar simplemente ante el hospital, debiéndolo 
hacer ante el Juez o el INAU; obviamente que si la mujer no lo hace, el hospital es quien se lo 
comunica al Juez. No me parece bueno que se cierre esa opción y se le pida que vaya a un Juez o al 
INAU cuando acaba de parir un bebé. Se le quiere exigir que formalice su decisión en un momento tan 
delicado, cuando históricamente lo que se hacía era dejar pasar el tiempo. Personalmente, considero 
que esta limitación no significa un avance, sino que restringe lo que queremos, que es que las 
personas puedan enfrentar la situación de la forma más digna y rápida posible, en beneficio de todos. 


Me llama mucho la atención lo que se establece en el artículo 132.1, pero como no tiene que 
ver con mi especificidad, simplemente dejaré sentado mi planteo a modo de interrogante. Cuando 
hablamos de un niño privado del cuidado familiar, no necesariamente estamos hablando de una 
adopción. Me parece que es bueno diferenciar las dos situaciones porque la adopción no es la 
respuesta posible a todas las privaciones de cuidado familiar, así como tampoco es, necesariamente, la 
mejor respuesta en cada caso. 


Cuando decimos que una opción puede ser que el niño esté con un integrante de la familia 
hasta el cuarto grado de consanguinidad, o cuando consideramos la alternativa de una familia de 
acogida -que, por lo menos en términos del INAU, también implica otra formalidad, otra condición- me 
parece que están quedando afuera las prácticas de crianza, que no necesariamente son malas. A 
veces puede tratarse, por ejemplo, de una madrina, y no tiene por qué existir consanguinidad con el 
menor. No entiendo por qué en ese caso se establece un límite, un plazo, una medida tan provisional, 
cuando podría ser definitiva. 


Si uno analiza los artículos en los que se hace referencia a la inserción, advierte que el 
planteo es que si el Juez no actúa, el INAU debe sacar al niño de la familia de acogida e integrarlo a 
una familia del Registro. Por mi parte, pienso en la hipótesis de un niño que se entrega a su madrina 
como familia de acogida; entregar un menor a una persona cercana es algo que ocurre con bastante 
frecuencia. El Juez no se pronuncia a los cuarenta y cinco ni a los noventa días. Pregunto: ¿el INAU 
debe sacar al niño de esa familia para darlo en adopción, siendo que está con una persona a quien 
conoce y con la que tiene vínculos afectivos? Me parece que para el caso de la omisión en los plazos 
se toma una determinación que es muy chiquita, por decirlo de algún modo, porque no se establece 
que el INAU debe adoptar la mejor medida, aunque es cierto que eso es competencia del Juez. En 


todo caso, hago hincapié en que es necesario tener cuidado de no hacer embudos en estas 
situaciones; me refiero al hecho de ir limitando cada vez más las posibilidades, cuando en realidad 
después siempre tenemos que ampliarlas porque sabemos que la adopción no es lo mejor para todos 
los casos. 


SEÑOR SOLARI.- Creo que nuestra invitada está haciendo referencia al artículo 132.2, cuyo inciso 
sexto habla del vencimiento de los plazos legales de 45 y 90 días. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Exactamente, señor Senador. 


Como venía diciendo, las situaciones se van embretando, y cuando se leen estos artículos 
sabiendo que la parte más sensible a la población es la adopción, olvidamos que además de ella 
existen muchas otras situaciones, que incluso son muchas más que las que terminan en adopción. 
Además, no es verdad que nuestra población responda a todos estos casos con adopciones, ni que 
necesariamente eso sea lo mejor. 


En el artículo 133, relativo a la separación definitiva, se elimina la siguiente frase, que figura 
en la redacción actual: “prefiriendo a aquellos hogares que le permitan salvaguardar sus vínculos 
afectivos”. Se pretende evitar la institucionalización en la respuesta que se elija, estableciéndose que 
se dispondrá otras formas de inserción familiar; sin embargo, se elimina un criterio que, en lo personal, 
me parece muy útil. 


Cuando no hablamos de bebés, sino de niños con historia, los vínculos afectivos -de acuerdo 
a la Convención sobre los Derechos del Niño y a las reglas de cuidado alternativo- son un derecho y, a 
la vez, un principio rector. Me parece que no tener en cuenta este criterio es volver a la lógica del niño 
tabula rasa, es pensar que cuando se toma la decisión el niño es chiquito y entonces empieza todo de 
nuevo, pero después esto no es así. 


Las pérdidas de los vínculos sustantivos en los niños hacen mucho daño a su crecimiento y 
también a su identidad. Me parece que esto, por lo menos, no sobraba; no digo que sea esencial, pero 
sí que era bueno como criterio. 


Un aspecto que me preocupa mucho tiene relación con la preservación de los vínculos 
personales y afectivos, la adopción del hijo del cónyuge o concubino y la adopción con efecto limitado. 


En lo personal, escuché el proceso anterior de debate y una de las tensiones importantes 
que hubo fue la que surgió entre quienes tienen una óptica formal de la adopción y quienes trabajan 
más en directo con las situaciones concretas de niños y buscan, más que un cambio de estado civil, 
una forma de crianza digna para esos niños. 


Uno de los objetivos de la ley aprobada era eliminar la lógica de los estándares de niños 
adoptados o, mejor dicho, eliminar las lógicas de estándares de hijos -matrimoniales, no 
matrimoniales, adoptados, o lo que fuera- que es algo a lo que deberíamos propender. Ojalá en el 
Uruguay alguna vez llegáramos a tener una normativa que hablara de hijos sin clasificarlos más. 
Justamente, esta cuestión generaba resistencia en relación a los adoptados porque había una forma 
de adopción simple que implicaba un vínculo más frágil entre el adoptado y la familia adoptante. En lo 
abstracto, la norma suponía que ese vínculo más frágil respondía a que el niño tenía un vínculo que se 
preservaba con la familia de origen, pero esto no es verdad. En realidad, las adopciones simples se 
utilizaban para familias que no cumplían con las formalidades previstas por la vieja ley, que exigía el 
matrimonio con determinada cantidad de años; como consecuencia, los niños tenían menos derechos 
en las familias adoptivas y a la vez supuestos derechos en una familia de origen que no conocían. 


Cuando se empezó a hablar de adopciones más abiertas, en las que podemos imaginar y 
propender a hijos con todos los derechos de hijos -reitero: todos los derechos- pero además con una 
historia respetada y, por tanto, con las posibilidades de vínculo con alguien de la familia anterior -un 
hermano o quien fuera- surge la lógica o el razonamiento en el sentido de que no pierda el vínculo con 
la familia de origen; entonces, que no pase a la familia adoptiva. Si bien este razonamiento podría ser 


sano, porque estaría muy bien que ninguno cambiara de familia y que fuéramos criados como hijos, sin 
necesidad de formalidades -en realidad, todo esto es necesario porque la gente necesita algunas 
seguridades formales; ¡ojalá no fuera así!- lo cierto es que en ese contexto se plantea la adopción 
simple -o lo que hoy se llama adopción con efectos limitados- como una solución. Sin embargo, es una 
falsa solución porque esa persona no es adoptada de verdad, no es adoptada como hija. ¿Por qué? 
Porque si una persona no tiene todos los derechos en la familia adoptiva, no es adoptada como hija; en 
todo caso, será una “criadita”. Si uno mira los efectos de esa familia, advierte que se trata de efectos 
limitados, porque eso implica solo el deber recíproco de respeto entre adoptante y adoptado -quiere 
decir que dejamos al resto de la familia donde la persona es integrada, sin vínculo de parentesco 
alguno; me refiero a abuelos, tíos, etcétera- el deber de prestarse alimentos y el derecho a heredarse 
en un lugar diferente que el resto de los hijos. Aquí nos encontramos otra vez con la fantasía de que el 
adoptado continúa perteneciendo a su familia de origen, de la que preservará algún vínculo, pero no 
demasiados, porque está siendo criado como adoptado en otra. 


Por lo tanto, creo que esto de hijos adoptados que heredan, hijos adoptados que no, e hijos 
adoptados que si se mueren los adoptantes -como algún día sucederá- no tienen vínculos de 
parentesco con el resto de la familia, son categorías que deberíamos evitar. De hecho, el último 
informe del Comité de los Derechos del Niño observó a Uruguay por mantener las clasificaciones de 
adoptados, que es diferente a respetar las familias de origen y tratar de evitar los vínculos con ellas. 
Esta fórmula no los evita; lo que hace es darles menos derechos. Es algo así como decir: “Si tenés 
derechos en la familia de origen, no los podés tener en la adoptante”. Es mezquino porque, en realidad, 
ha sido muy vulnerado en sus derechos. Si nos dieran la posibilidad de elegir las familias para heredar, 
optaríamos por las dos antes que una sola, más allá de que no necesariamente sea lo mejor. ¿Por qué 
pensamos que justo tiene que heredar en la que probablemente no herede, ya sea porque no tienen 
bienes o porque, como pasa casi en la totalidad de los casos, las personas adoptadas vienen de 
familias muy pobres? Sabemos que esta situación generará diferencias con otros hijos y un vínculo con 
la familia que se va a caracterizar por no estar verdaderamente integrado. 


En función del debate que se dio en la Cámara de Representantes, creo que se quiso dejar 
la adopción con efecto limitado solo para los casos en que se tratara de adoptados por cónyuges. Este 
no es el tipo de adopción de personas que no tienen familia, sino el caso en el que se tiende a 
regularizar una práctica en que la nueva pareja se encarga de ese hijo y él se identifica con ella. O sea, 
es otra necesidad. Sin embargo, este artículo se dividió en dos y quedó esta adopción con efecto 
limitado como independiente de la situación en la que el adoptado es el hijo del cónyuge. Eso fue lo 
que pude rescatar del proceso de debate que tuvo lugar en la Cámara de Representantes y creo que 
no fue intencional. Más allá de si fue o no intencional, lo cierto es que queda esta discriminación de los 
adoptados y que por ello hemos sido observados. No me parece que la legislación de Uruguay vaya en 
la línea de quitarle derechos a los adoptados. No creo que esa sea la intención de esta normativa, y 
por eso pienso que es un debate fácilmente saldable. 


SEÑOR SOLARI.- Estoy siguiendo atentamente la presentación de la doctora González y no me 
queda clara cuál es la objeción. 


El artículo 139 aprobado por la Cámara de Representantes se refiere a la adopción del hijo 
del cónyuge o concubino y dice que esa adopción será plena. Concretamente, expresa: “Se permitirá la 
adopción plena por parte del nuevo cónyuge o concubino del padre o madre del hijo habido dentro del 
matrimonio o habido fuera del matrimonio reconocido del otro cónyuge o concubino”, y continúa la 
redacción. Más adelante y reflexionando sobre una situación excepcional o no muy común, se dispone: 
“Si el niño o adolescente mantuviera vínculos altamente significativos y favorables a su desarrollo 
integral con familiares del progenitor de quien se desvinculó o se considerare inconveniente o lesivo a 
sus derechos el desplazamiento de su estado civil de origen, el Juez podrá conceder en subsidio de la 
adopción plena, la adopción con efecto limitado que regula el artículo 139.1”. Y a continuación, 
establece: “El niño o adolescente mantendrá en tal caso el vínculo filiatorio anterior a la adopción y 
agregará con el cónyuge o concubino de su progenitor el vínculo de adopción de efecto limitado”. 


La doctora realiza una observación en cuanto a que esto lleva a dos tipos de hijos adoptados: 
unos en forma plena y otros en que, por esta situación particular, se quiere preservar el vínculo. 
Quisiera saber si usted está objetando esta solución o el hecho de que esta solución de efecto 
limitado se aplique a otras situaciones que no son las del cónyuge o concubino. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- No, es la segunda opción. 
SEÑOR SOLARI.- Entonces, me queda claro. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Creo que la adopción del hijo del cónyuge es un instituto que debería ser 
diferente al de la adopción porque acá no estamos hablando de niños privados del cuidado familiar. 
Claramente estamos hablando de una ficción jurídica, de un niño que es criado por su mamá y que 
muchas veces conoce a su papá, lo que es bueno. En realidad, estamos cediendo ante una presión 
cultural y social que pide este tipo de adopciones porque antes lo que se hacía era incluirlos en la 
libreta. Por tanto, esto no tiene que ver con las adopciones. Si yo pensara en esta adopción, diría que 
no tendría que existir; es más, a nivel académico se ha cuestionado mucho porque no es una 
respuesta a la necesidad de familia, ya que el niño la tiene; a lo que apunta es a ceder para prevenir 
males peores. De todos modos, esta situación no puede compararse con la del otro niño que sí está 
privado del cuidado familiar. Esos son los casos que me preocupan porque, además, la experiencia 
previa a la reforma legislativa indicaba que en el caso de niños adoptados por personas que deseaban 
adoptar y que estaban en una lista de espera, los padres adoptivos no querían limitarles los derechos; 
para ellos era un problema y lo hacían porque no tenían otra normativa. A su vez, trataban de averiguar 
cómo hacer para dejarles los mismos derechos, por ejemplo, mediante testamentos. Quienes sí 
adoptaban por este mecanismo a propósito eran personas que, en realidad, no los querían de hijos; era 
el caso de aquel niño que se criaba en un hogar, que ayudaba a una familia, que le daba el nombre, 
pero no mucho más. Entiendo que esas estrategias de crianzas no son buenas para los niños porque, 
en todo caso, tampoco son adopciones. Pienso que sería mejor que se criara con la vecina y que 
conociera a su familia, porque estaría en una situación más intermedia, pero no como si fuera un hijo 
cuando en los hechos no lo es. 


En cuanto a los bienes quería hacer un comentario. El último inciso del artículo 144 me 
consta que fue una propuesta alternativa al pedido de volver a incluir la adopción con efecto limitado. 
Como se insistía en la adopción con efecto limitado, se planteó la posibilidad de prever expresamente 
que heredara, pero después al incluirse que la adopción con efectos limitados implicaba la herencia en 
los términos del artículo 1027 y 1028 del Código Civil, según se dispone en el artículo 139.1, vemos 
que esta norma del artículo 144 es totalmente contradictoria. Es más, si tuviera que interpretarla, no 
salvaría el problema porque el artículo 139.1 es muy claro en contraposición con esto otro que quedó 
más lavado, y que a mi entender dará lugar a contradicciones innecesarias, a ríos de tinta después 
para debatir las contradicciones de la norma; no tiene sentido. Sería mucho mejor resolver qué 
derechos estamos dispuestos a quitarles a los niños o adolescentes adoptados en forma limitada, si es 
que esta adopción debe existir. 


Quiero agregar que participo de una Red de derecho a la identidad y búsqueda de orígenes 
que estuvo en la Comisión de Derechos Humanos hace un par de semanas planteando su dificultad. 
En la Red hemos investigado cómo se abordaba el tema del derecho a la identidad en este proyecto de 
ley y nos encontramos con la sorpresa de que había desaparecido el literal G) del artículo 158. Nunca 
pensamos que se eliminara o se cambiara; creo que, en realidad, no hubo intencionalidad de hacerlo 
pero, en definitiva, lo cierto es que no figura a pesar de ser clave para las personas que buscan su 
identidad. Entiendo que algún servicio debe orientar y apoyar a adoptados y adoptadas, adoptantes e 
integrantes de la familia de origen en el proceso de conocimiento y acercamiento, tal como lo expresa 
el literal al que refiero. Aquí estamos hablando de la identidad como un derecho. Una vez que el 
Estado interviene  -con la mejor intención- separando a un ser humano de sus orígenes, debe luego 
garantizar que lo pueda conocer. Esto es mucho más que un proceso de orientación y apoyo, pues es 
más difícil y complejo; a través de este literal al menos se asignaba esta tarea a algún servicio. 
Realmente, desconozco por qué este literal no figura más y en ese sentido me gustaría conversar con 
los Legisladores que lo eliminaron, para conocer las razones que los llevaron a ello. 


Puedo comentar -creo que sería interesante que ustedes pudieran escuchar a integrantes de 
la Red que mencionaba- que las personas que buscan su origen encuentran varias cosas y, en ese 
sentido, algunos aspectos podrían ser mejorados en esta normativa, agregando algún artículo. Uno de 
los elementos que podría ser tenido en cuenta es el relativo al ordenamiento de los archivos. Ahora 
contamos con una ley de archivos que es relativamente nueva. Todos los demás archivos -salvo el del 
Departamento de Adopción- de otras dependencias del INAU que refieren a adopción, no están 
clasificados como tales. Entonces, buscar un expediente allí hoy es casi imposible y este problema se 


arrastra desde hace décadas, cuando se entendía que nadie más iba a ver ese expediente, por lo que 
quedaba amontonado en algún lugar. Pero, además de los archivos del INAU, hay que tener en cuenta 
las historias clínicas del niño y de la mujer que lo engendró, que están bajo la órbita del Poder Judicial. 
Si bien desde hace algunos años existe más orden en el Poder Judicial, antes que nada hay que 
encontrar el juzgado al que pertenece cada caso y la dificultad de eso dependerá de los años hacia 
atrás que haya que indagar, ya que si se trata de una historia reciente la tarea será más sencilla debido 
a la computarización. 


Ahora bien, al observar el expediente de legitimación adoptiva -tal como se lo llamaba antes- 
los datos son sumamente mínimos ya que muchas veces se hacía un simple escrito o una vista fiscal. 
La historia de origen figura en otro expediente que, en general, estaba en poder de los Juzgados de 
Menores que atendían las cuestiones relacionadas a lo que se llamaba menores abandonados. 
Justamente, en el pasado había dos juzgados que se encargaban de ese tema. Al acceder al archivo 
general, nos encontramos con una gran cantidad de expedientes muy difíciles de clasificar. Como 
abogada, yo iba y buscaba pero, ahora, al aprobarse una la ley de protección de datos personales -lo 
cual es muy correcto- uno tiene que intermediar con otra persona que, a su vez, debe saber buscar. 
Entonces, si bien es muy acertado contar con una ley de protección de datos personales, en la medida 
en que los expedientes no están adecuadamente clasificados, se convierte en un obstáculo para la 
búsqueda de orígenes. 


También hay que rastrear otros antecedentes que tienen que ver, por ejemplo, con las partidas 
de estado civil que a veces figuran en otros archivos, etcétera. Las personas adoptadas van de una a 
otra oficina mil veces, buscando una aguja en un pajar. Esto victimiza y, además, obstaculiza el 
ejercicio al derecho a la identidad. Ellos proponen el ordenamiento de los archivos y la centralización 
de la información. 


Olvidé mencionar unos archivos que son importantes, y que son los que están en manos de 
privados. Uno de ellos es el del Movimiento Familiar Cristiano, que ha dicho no tener los antecedentes 
cuando se los han solicitado. Debería existir un planteo con relación a ese tema porque hay personas 
jóvenes que no encuentran ningún dato de cuándo fueron adoptadas a través de este Movimiento; es 
decir que no se trata de un tema de muchos años, sino de los profesionales actuantes de hoy. 


Otro de los archivos es el de los profesionales, abogados, que intervinimos. Como profesional, 
entiendo que es mi obligación mantener los antecedentes de este tipo de situaciones y no lo hago 
porque me lo establezca una norma, sino porque creo que todos deberíamos tener en cuenta el archivo 
de situaciones de historias de vida personales. Hoy por hoy, hay que salir a buscar al profesional pues 
no existe un registro al que se pueda acudir para encontrar tal situación. Me ha contactado alguna 
persona de viejos tiempos -ahora no me dedico a esto- y he podido brindar la información porque 
fueron pocos casos y entonces me acuerdo. Pero cuando se trata de alguien que ha hecho varias 
adopciones -como debe haber tantos- debería poder entregar esa información en algún lugar, al igual 
que el Movimiento Familiar Cristiano y cualquier otra organización intermediaria que no conozcamos. 
Esto también era hecho por profesionales médicos. 


Se plantea la centralización de la información a través de una base de datos y que el INAU o 
el servicio que se encargue de esta tarea de acompañamiento, no se ocupe solo de las adopciones 
hechas por intermedio de aquel. ¿Por qué? Porque, en realidad, la otra forma era legítima. Además, 
aunque no lo hubiese sido, fue algo que ocurrió en nuestro país. Así como sucedió con los hijos de 
desaparecidos políticos, también estos son hijos de personas que ellos no conocen debido a la política 
pública que se aplicó -legítima, en algunos casos, e ilegítima en otros- y que el país permitió. De 
alguna manera, todos sabíamos que esto se hacía; se trata de un derecho humano que estas personas 
deben tener garantizado. 


Se habla, entonces, de una ampliación del apoyo, no solo de la no supresión sino de la 
ampliación, que pueda existir un registro donde figuren todos los adoptados que se busca y todos 
aquellos que fueron entregados en adopción o que de alguna manera saben que tienen familiares en 
adopción -insisto en que cuando se habla de la familia, muchas veces solo se piensa en la 
madre o el padre, pero pueden ser hermanos, tíos y demás- para que ello permita el encuentro. Eso 
implica salir del tabú de que quien se desvincula de su hijo no puede hablar y no tiene derechos. En 


general, son las mujeres las que cargan con un estigma muy fuerte y no saben que tienen derecho -a 
pesar de que lo hagan con mucho miedo o se nieguen a ello- a conocer esa información, cuando 
quizás son sus hijos quienes las están buscando. 


Por lo expuesto es que también se plantea el registro voluntario de ADN que ya se ha hecho 
en otros países. De esta forma, se pueden aportar datos y lograr el reencuentro de las personas que 
estén dispuestas a encontrar a aquellas de las que se han separado por razones de adopción. 


Toda esta complejidad nos ha llevado a pensar -esta es una interesante idea de Eduardo 
Pirotto y Macarena Gelman que participan en la Red- en si será el INAU el espacio adecuado para 
llevar a cabo esta tarea que tiene que ver con adultos o si lo estaremos recargando, ya que siempre va 
a ser la cenicienta pues debe ocuparse de otro montón de tareas más que tienen que ver con atender 
al niño hoy. ¿Será que hay que prever un espacio institucional más a nivel del Ministerio de Educación 
y Cultura o relacionado con los derechos humanos, donde se pueda cumplir esta función? De ser así, 
se quitaría el literal G) y se agregaría otra propuesta. 


La verdad es que hay mucha gente que está realizando este planteo porque tenemos muchas 
adopciones. Si bien son pocas las que anualmente realiza el INAU, hay muchas hechas por fuera. 
Hubo años en que se realizaron 250 o 300 adopciones, y esas personas vienen a buscar su origen. 

Eduardo Pirotto y Macarena Gelman saben más de estos datos porque ellos hacen la búsqueda de 
presuntos hijos de desaparecidos, y todas las personas que tienen esa edad de nacimiento van por ese 
camino, aunque no tengan nada que ver con los desaparecidos políticos. Entonces, aparecen 
planteándolo más de cien personas solo dentro de esa franja de años. Además, no parece tan difícil 
dar respuesta a este derecho en un país con tan poca población; no estamos hablando de ordenar los 
archivos de Brasil. O sea que, en ese sentido, parece posible. Quizás ese sea uno de los planteos más 
duros. 


En definitiva, los dos temas gruesos son el de la adopción con efecto limitado y el de la 
identidad y la búsqueda de orígenes. El de la adopción simple o limitada es muy viejo, y después ha 
surgido uno nuevo en el país que tiene que ver con el reclamo de las personas acerca de conocer su 
origen. 


Olvidaba comentarles que Eduardo Pirotto plantea -y yo estoy de acuerdo- que tiene que ser 
un lugar en el que no solo se dé información, sino que también se dé acompañamiento, porque 
estamos hablando de temas delicados. Debe contar, además, con un equipo que pueda acompañar 
terapéuticamente; no se trata de hacer una terapia, pero sí debe ser un equipo con condiciones para 
sostener la situación emocional difícil que atraviesa la persona. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la doctora Diana González por los aportes 
brindados. De todas maneras, nos mantendremos en contacto por cualquier duda que pueda surgir. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 37 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


